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1. MARCO JURÍDICO DE LA MATERIA
1.1. TNTRoDUCCTóN. LA pRoBtEuÁrtca soBRE LAS TELECoMUNICA-
croNES on tnrnvrsróN
Hemos de reconocer, de partida, que la regulación sobre telecomunicaciones
ha crecido exponencial y vertiginosamente en los últimos años; de manera que
el Derecho de las Telecomunicaciones ha alca¡zado tal volumen y entidad,
acompañado por la enorme relevancia económica que este sector de la economía
hoy representa, que su esrudio en Ia modesta extensión de este tabaio debe
centrarse en algunos de sus múltiples y variados campos y aspectos. Por ello,
con ánimo de irnos centrando en la materia que será tratada con mayor
detenimiento aquí, la televisión, debemos recoger ciertos precedentes sobre la
evolución que últimamente ha experimentado.
Sin adentrarnos en los antecedentes previos a la aprobación de nuestra Norma
Fundamental, la Constitución que recientemente ha celebrado su"22 cumplea-
ños", veremos que son muchos los cambios experimentados hasta la regulación
acttal en materia de televisión.
La televisión, según contemplaba la Exposición de Motivos delaLey 3ll
1987, de 18 de diciembre, de ordenación de las telecomunicaciones 
-LOT:,
tiene siempre la consideración de servicio de difusión, cualquiera que sea el
medio técnico a través del cual se efectúa el transporte de la señal. A pesar de
que esra consideración legal podría haber permitido una regulación unitaria de
todos los servicios de televisión,1o cierto es que el resultado alcanzado ha sido
diferente, al dedicarse a cada sistema técnico de transporte de la señal y a cada
ámbito de cobertura del servicio una Ley particular. Así, las Leyes 4/1980, de
1 0 de enero, del Estatuto de la radio y la televisión ; 4617983 , de 26 de diciem-
bre, reguladora del tercer canal de televisión, y 10/1988, de 3 de mayo, de
televisión privada, han regulado respectivamente la gestión directa de este ser-
vicio en el ámbito nacional y en el autonómico, y su gestión indirecta en el
ámbito nacional, cuando el transporte de la señal se hace por ondas terrestres.
Por su parte, si el transporte de las señales se hace utilizando un satélite de
comunicaciones,laLey 3517992, de22 dediciembre, de la televisiónpor satélite,
regulaba la gestión directa e indirecta de este servicio con una cobertura nacional
y comunitaria. Luego, con la Ley 4211995, de telecomunicaciones por cable, se
configuraría de forma más detallada el marco legal aplicable a este sectof , en que
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se enmarcan los servicios de difusión sonora y los servicios de transmisión de
imagen de carácter interactivo, siendo estos últimos aquellos que se consideran
de mayor crecimiento y, por consiguiente, los que conforman el núcleo principal
del servicio. Esta ley introdujo, adelantándose a las decisiones a adoptar en el seno
de la unión Europea, modificaciones en la regulación actual en el campo de las
infraestructuras, alpermitir la existencia de un nuevo.operador de infraestructuras
de comunicaciones, por demarcación distinto de los prestadores de servicios
portadores previstos en el artícul o 74 dela LOT, autorizando al concesionario del
servicio de telecomunicaciones por cable a instalar su propia red de cable, sea ésta
de nueva construcción o utilizando infraestruct:uas ya existentes.
En ese coniunto de normas legales se había dejado fuera de la prestación del
servicio de televisión por ondas hertzianas a los ámbitos territoriales de carácter
estrictamente local, debido esencialmente ala organizaciín de la televisión en
España que ha partido de televisiones de ámbito nacional, pata lta yez
consolidadas, organizar el servicio en el ámbito locall .
I E., corrs..o.rrcia, proseguía el Preámbulo de LoT, la determinación del régimen jurídico de la
televisión local por ondas terrestres, se configuraría sobre los siguientes principios:
1. El ámbito territorial de cobertura es, como regla general, el delimitado por el núcleo urbano
principal de población del Municipio correspondiente. Este ámbito, sin embargo, puede
extenderse a otros núcleos del mismo Municipio cuando así lo aconseje el número de
habitantes y exista disponibilidad de espectro radioléctrico.
2. La gestiót del servicio podrá reabzatse por el propio Municipio o por particulares mediante
concesión administrativa, reconociéndose a los propios Municipios, dentro del plazo señalado
por las Comunidades Autónomas, Ia opción preferente de gestionar el servicio; en este caso,
será también posible, siempre que concurran determinadas condiciones, su prestación en
régimen de gestión directa mediante concesión, previo otorgamiento en uno y otro caso de
los correspondientes títulos habilitantespara ello, cuyavalidez serápor unplazo de cinco años
prorrogables por otros cinco. El funcionamiento de las televisiones locales por ondas terresrres
no podrá rcalizarse en cadena, si bien las Comunidades Autónomas podrán, previa petición
de los plenos de los Municipios afectados , awtorizar emisiones en cadena en atención a la
proximidad territorial y a las características territoriales, sociales y culturales de los distintos
ámbitos territoriales de cobertura siempre que se cuente con la confor midad de los gestores
del servicio.
3. El número de títulos habilitantes para la prestación del servicio se fija en uno por cada ámbito
territorial de cobertura, aunque podrán otorgarse hasta un máximo de dos cuando ello no
resulte incompatible con las disponibilidades del espectro radioeléctrico y siempre que uno
de ellos sea gestionado por el Municipio. La competenci a pata ototgar las concesione s parala
prestación del servicio corresponde a las Comunidades Autónomas.
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La Exposición de Motivos de la Ley 3711995, de las telecomunicaciones vía
satélite, de conformidad con lo previsto en la Direct iva94l46lCEE, incide en la
liberalización de estos servicios, sean de difusión o no, incluyendo los propios
servicios portadores, siempre que se utilice para su prestación un satélite de
comunicaciones. Se excluyen tan solo de la liberalización el servicio telefónico
básico y el servicio portador de los servicios de televisión hertziana, aun en el
caso de que utilicen para ello satélites de comunicaciones.
Posteriormente, rras la Ley l2ll997 de 24 de abril, de Liberulización de las
Telecomunicaciones, lal,ey 17 11997 ,de incorporaci6nalDerecho Español de la
Directiva 95l47|CEE, sobre Normas parala Transmisión de Señales de Televi-
sión y Liberulización del Sector, garantiza al ciudadano el derecho a recibir
información plural, y evitar, en el sector de la televisión, situaciones de abuso de
posición dominante; favoreciendo las innovaciones tecnológicas y modernizando
la sociedad. se pretendía impedir, a través del abuso de la posición de dominio
en el mercado, que se limitara al ciudadano un ámbito esencial de su libertad: la
libertad de optar, de elegir, de decidir qué información quiere recibir y por qué
medio, en función, entre otros factores, de la calidad en la oferta de los servicios
y del precio.
La Directiva 95147 lcE se ve inspirada por la importancia estratégica de los
servicios avanzados de televisión y de la televisión de alta de{inición y por Ia
voluntad de ponerlos al servicio del mayor número posible de espectadores. Se
persigue, también, hacer obligatoria en la unión Europea la inclusión del
4. Cualquiera que sea el sistema de gestión para la prestación del servicio, será necesaria Ia previa
asignación de fiecuencia, que Ia realizaba entonces el MOPTMA (Ministerio de Obras
Públicas, Transportes y Medio Ambiente) y hoy Ministerio de ciencia y Tecnología, que
también determinará la potencia y demás características de las estaciones emisoras, aprobará
los proyectos técnicos y verilrcará Ia inspección previa a su e¡trada en funcionamiento. La
ausencia de frecuencias disponibles en una determinadapoblación supondría la imposibilidad
de otgattizat este servicio en dicha localidad. La planificación de las frecuencias debe dar
prioridad a las necesarias para garuntizat wrta cobertura adecuada de la población por parte
de las televisiones estaral y autonómica y las televisiones privadas.
5. Si la gestión del servicio se hiciera por el Municipio, Ia propia Ley asignaba al pleno de la
Corporación Municipal el control de las actuaciones de la eotidad gestora del servicio.
El tiempo de emisión, el contenido de la programación de este servicio de televisión local por
ondas terrestres y otras cuestiones de la competencia de las Comunidades Autónomas podrá
ser fijado por éstas, dictando al efecto las oportunas flormas reguladoras.
130
algoritmo común europeo de codificación en los equipos destinados al público,
a fin de garantizar que el sistema de descodificadores no se constituya en barreta
efectiva de acceso al mercado por los nuer¡os operadores. Se desea evitar la
existencia de monopolios de facto y abusos de posición dominante que puedan
redundar en perjuicio de la pluralidad en la oferta de servicios, así como de la
libertad informativa. La posibilidad reconocida constitucionalmente [artículo
20.1.d) de la constitución Españolal de comunicar o recibir información por
cualquier medio de difusión, no puede verse cercenada por la existencia , de.iure
o de facto, de monopolios informativos favorecidos por obstáculos tecnológicos a
la libertad de opción del ciudadano.
Finalmente, laapariciórde la Ley 17ll99B, General de Telecomunicaciones,
se explica por el carácter dinámico de las telecomunicaciones, la evolución del
proceso liberalizador, ranto en el seno de la organizaciónMundial del Comercio
como en el ámbito de la unión Europea, y la eliminación progresiva de los
vestigios de los "monopolios naturales". La misma rúbrica de la ley, General de
Telecomunicaciones, anunciaba ya que, principalmente, lo regulado en ella es un
ámbito liberalizado, disminuyendo el control administrativo que sobre éI existía.
No obstante, una de las finalidades esenciales que la ley persigue es garantizar,
a todos, un servicio básico a precio asequible, el denominado servicio universal.
1.2. EL REFERENTE CONSTITUCIONAL Y LOS CONDICIONANTES DE LA
UNIÓN EUROPEA.
A diferencia con otras materias, sirvan de ejemplo las obras públicas,
carretefas, pueftos, etc, en cuanto a las telecomunicaciones, cuando el constitu-
yente aprobó el texto definitivo de los artículos l4B y 1,49 de nuestra Norma
Fundamental, en ningún apartado recogió campo alguno de competencia abierto
a las comunidades Autónomas en el primero de los artículos citados; lo cual
ocurre con otras materias que, siendo competencia reconocida de las Comunida-
des Autónomas, valga el urbanismo y vivienda como ejemplo, el Estado, bien por
\a vía del 149.1.1u de la Constituciín2, bien por alguno de los títulos de
: El Estado tiene competencia en la regulación de
,:ualdad de rodos los españoles en el ejercicio de
iebe¡es constitucionales.
las condiciones básicas que garanticen la
los derechos y en el cumplimiento de los
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regulación de su legislación básica3 , o por Ia vía de la supletoriedad del 149.3 de
lamismaa, según los distintos casos que podemos encontrar, el legislador estatal
o los poderes centrales en definitiva, ejercen variadas funciones o ámbitos
competenciales en torno a esas materias.
Ahora bien, debemos abordar igualmente el encuadre Institucional de las
Administraciones competentes en materia de telecomunicaciones, sin ánimo de
hacer más densa esta exposición, haciendo la obligada referencia al marco de la
Unión Europea en la que España se encuadra, desde nuestraplena integración en
7986 alas Comunidades Europeas. Así, sobre Telecomunicaciones, son muchas
y vaúadas las competencias que el Estado español ha puesto en manos de esa
otgarrizaciín supranacional, al margen de otros compromisos derivados de
nuestra pertenencia a otros organismos internacionales, como la UIT, la UER, la
OACI, etc, sobre los que no podemos detenernos aquí; pero desde aquella se
articulan distintas políticas, y se poflen en funcionamiento variados mecanismos,
no sólo financieros, para llevados a cabo.
El proceso de preparación y elaboración de la nueva reglamentación de las
telecomunicaciones en libre competencia ha sido largo y laborioso; a las dificul-
tades habituales de entendimiento entre los Estados miembros y las Instituciones
europeas se han añadido las características específicas del sector de las telecomu-
nicaciones y las transformaciones a que ha estado sometido a lo largo del último
cuarto de siglo.
En cualquier caso, los objetivos de este proceso pueden resumirse en la
consecución de dos resultados: en primer lugar la desaparición de los monopolios
tradicionales y en segundo lugar el establecimiento de unas nuevas estructuras
que fueran capaces de gestionar el desarrollo de las telecomunicaciones en libre
competencia.
I Las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen estatutario de
los funcionarios ...; legislación básica sobre contratos y concesiones administrativas y el sistema
de responsabilidad de todas las Admioistraciones públicas; legislación básica sobre protección
del medio ambiente; legislación básica sobre montes, aprovechamientos forestales y vías pecua-
rias; bases del régimen minero y energético; normas básicas del régimen de prensa, radio y
televisión; etc.
4 Lu.o-p"t"rrcia sobre las materias que no se hayan asumido por los Estatutos de Autonomía
corresponderá al Estado, cuyas flormas prevalecerán, en caso de conflicto, sobre las de las Co-
munidades Autónomas en todo lo que no esté atribuido a la exclusiva competencia de éstas. El
derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades Autónomas.
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Por lo que se refiere a la primera de las tareas, siendo la más compleja ha
resultado ser la más simple de llevar a cabo. La comisión Europea, conyencida
de Ia necesidad de proced er a 7a liberalización de las relecomunicaciones ha sido
quien ha iiderado el proceso y no ha dudado en hacer uso de los poderes
extraordinarios que le concedía el Tratado de la Unión para adoptar las Directivas
clave del proceso de transformación del sector; actuaciones de la comisión que
ha contado con el apoyo de la mayoría de los agentes económicos y políticos
representativos del sector de las telecomunicaciones. No ha sucedido lo mismo,
en cambio, con el proceso de establecimiento de las nuevas estructuras en el
sector. Las tareas que hasta ahoravenían realizando las Administraciones de los
Estados miembros quedan repartidas entre un amplio coniunto de entidades y
organismos, algunas de ellas de reciente creación y con limitada experiencia en
asuntos de telecomunicaciones: los operadores, las Instituciones europeas, la
organización Mundial del comercio, las Agencias Nacionales de Reglamenta-
ción e, incluso, los propios Estados miembros. Al final de este proceso de
libe',,lizaciín todo quedará dispuesto para emprender la tarea de la creación de
Ia sociedad de la Información en la que se depositan muchas expectativas del
crecimiento, la competitividad y el empleo en la Unión Europea.
El ruE, Tratado de Maastricb, de la unión Europea5 , de 7 de febrero de 1992(ntodificado luego en aspectos sustanciales, q//e n0 nos afectan, por el rratado de
Ansterdaru) 
, establecía en su anículo G, dentro de su TTTTJL} II .DISPOSICIONES
POR LAS QUE SE MODIFICA Et TRATADO CONSTITUTIVO DE tA
COMUNIDAD ECONOMICA EUROPEA CON EL FIN DE CONSTITUIR
LA COMUNIDAD EUROPEA", que éste se modificará de conformidad con las
disposiciones del presente artículo, a fin d,e constituir una comunidad Europea,
de manera que el Tratado de Roma, de la CEE, de 25 de matzo de 19l,6, trata
en su TITULO xII "REDES TRANSEUROPEAS", en su artículo 129 B, en su
apartado 1, que a fin de contribuir ala realizacLón de ros objetivos que más
adelante contemplaremos y de permitir que los ciudadanos de la unión, los
' 
Concedida Ia attorizació¡ parulaprestación del consentimiento del Estado mediante la Ley
orgánica 1017992, de 28 diciembre, en su artículo único, de acuerdo con lo previsto en el
artículo 93 de nuestra Constitución, y cumplidos los requisitos exigidos por la legislación espa-
ñola, se extendió el 29 de diciembre de 1992 el Instrumento de Ratificación por el Reino de
España del rhatado de la unión Europea, firmado en Maastricht el 7 febrero L992, para qu.e,
mediante su depósito, de conformidad con Io dispuesto en su artículo R, el Reino de España
pasó a ser Parte de dicho Tlatado.
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operadores ecooómicos y los entes regionales y locales participen plenamente de
los beneficios resultantes de la creación de un espacio sin fronteras interiores, la
Comunidad contribuirá al establecimiento y al desarrollo de redes transeuropeas
en los sectores de las infraestructuras de traflsportes, de las telecomunicaciones
y de la energía. Veremos que en ello se encuentra el núcleo central de la filosofía
que impulsa muchos de los avances normativos producidos en torno a las
telecomunicaciones; y así se sigue pronunciando el TUE, en el apartado 2, de
aquél artículo, al señalar que en el contexto de un sistema de mercados abiertos
y competitivos, la acción de la Comunidad tendrá por objetivo favorecer la
interconexión e interoperabilidad de las redes nacionales, así como el acceso a
dichas redes, favoreciendo el enlace, aquí refiriéndose a las vías de comunicación,
entre las regiones insulares, sin litoral y periféricas y las regiones centrales de la
Comunidad. En todo ello, obviamente, la mejora de las telecomunicaciones
abwdará de forma positiva.
Recordemos que la "aventura" de la Unión Europea lleva casi medio siglo en
marcha, desde la creación de la CECA, CEEA y CEE, mucho se ha avanzado en
pos de la construcción de un mercado interior caracterizado por la supresión,
entre los Estados miembros, de los obstáculos alalibre circulación de mercancías,
personas, servicios y capitales; por una política comercial común; con miras a
propiciar un mejor aprovechamiento del potencial industrial de las políticas de
innovación, de investigación y de desarrollo tecnológico, a fin de promover un
desarrollo armonioso del conjunto de la Comunidad; desde la defensa de la libre
competencia.
En lo que a las comunicaciones y telecomunicaciones ataie, debe darse el
fomento de la creación y desarrollo de redes transeuropeas, y el fomento de la
investigación y del desarrollo tecnológico; de manera que el papel de la U.E. ha
de ser subsidiario, complementario a las iniciativas de los Entes Territoriales
menores, Estados, Regiones y Municipios, ello se consagra en el artículo 3 B del
Tratado de la Comunidad Europea, que establece que la Comunidad ac¡tará
dentro de los límites de las competencias que le atribuye el citado Tratado y de
los objetivos que éste le asigna, por 1o que en los ámbitos que no sean de su
competencia exclusiva, la Comunidad intervendrá, conforme al pgneipiq_de
subsidiariedad, sólo en la medida en que los objetivos de la acción pretendida
no puedan set alcanzados de manera suficiente por los Estados miembros, y, por
consiguiente, puedan lograrse mejor, debido a la dimensión o a los efectos de la
acción contemplada, a nivel comunitario.
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En este sentido, en España se constituyó, como Administración independien-
te, la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, creada por la Ley I2l
l99l , de 24 de abril, sobre la llbenlización de las comunicaciones (desarrollada
por R.D. 199411996, de 6 de septiembre), y que se rige por sus normas propias,
en cuanto le aseguren su independencia funcional, y por las correspondientes a
los Organismos públicos en todo lo demás (Disposición Adicional Décima de la
Ley 611997, de 14 de abril, LOFAGE).
La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, con personalidad
jurídica y plena capacidad pública y pdvada, estaba adscrita al Ministerio de
Fomento y tiene por objeto salvaguardar las condiciones de competencia efectiva
en el mercado de las telecomunicaciones y de los servicios audiovisuales,
telemáticos e interactivos, velar por la correcta formación de los precios en este
mercado y ejercer de órgano arbitral en los conflictos que surjan en el sector6.
Corresponde a la Comisión el otorgamiento de títulos habilitantes para la
prestación a terceros, en condiciones de concurrencia, de los servicios, informan-
do las propuestas de tarifas de los servicios de telecomunicaciín prestados en
exclusiva y cuando exista una posición de dominio en el mercado. Con el mismo
fin de salvar la competencia informará preceptivamente toda propuesta de
determinación de tarifas o de regulación de precios de servicios de telecomuni-
cación y vigilaú su aplicación por los operadores, fijará asimismo los precios
máximos de interconexión que deban regir en las relaciones comerciales entre los
operadores y, en fin, controlará el cumplimiento de las obligaciones de servicio
público que se impongan a los titulares de los servicios dictando al efecto las
resoluciones que procedanT .
6 Está regida por un Consejo compuesto por un Presidente, un Vicepresidente y siete Consejeros
nombrados por el Gobierno, mediante Real Decreto adoptado a propuesta del Ministro de
Fomento, entre personas de reconocida competencia profesional relacionada con el sector de las
telecomunicaciones y Ia regulación de los mercados, previa comparecencia, siguiendo Iapráctica
norteamericana, del Ministro ante la Comisión competente del Congreso de los Diputados para
informar sobre las personas a quienes pretende proporrer. El Consejo designa un Secretario no
Coosejero, que actuará cofl voz, pero sin voto. Los cargos de Presidente, Vicepresidente y Con-
sejeros se renovarán cada seis años, pudiendo los inicialmente designados ser reelegidos por una
sola vez.
7 La Comisión, con Ia misma misión de velar por la libre competencia en el mercado de las
telecomunicaciones, podrá dictar instrucciones para las entidades que operen en el sector que
serán vinculantes una vez publicadas e¡ el Boletín Oficial del Eaado. Igualmerrte, interpretará las
cláusulas de los contratos concesionales que protejan la libre competencia y ejercerá el control
sobre los procesos de concentración de empresas, de las participaciones en el capital y de los
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se configura también la comisión como órgano consultivo del Gobierno y del
Ministerio competente en los asuntos concernientes al mercado y a la regulación
de las telecomunicaciones y de los servicios. Igualmente, podrá asesorar a las
comunidadesAutónomas y alas corporaciones Locales, apetición de los órganos
competentes de cada una de ellas. En particular, i¡fotmarápreceptivamente en
los procedimientos tramitados por la Administración General del Estado parula
elaboración de disposiciones normativas en materia de telecomunicaciones;
especificaciones técnicas de equipos, apatatos, dispositivos y sistemas de teleco-
municación; planificación y atribución de frecuencias del espectro radioeléctrico,
así como pliegos de cláusulas administrativas generales que, en su caso, hayan de
regir los concursos para el otorgamiento de títulos habilitantes para la prestación
de servicios.
El calendario acordado con la comisión de la unión Europea para la
terminación del proceso liberalizador de las telecomunicaciones en España
concluyó el 1 de diciembre de 1998. Con anterioridad a esa fecha debían
efectuarse modificaciones en la regulación de las telecomunicaciones en nuestro
país que permitieran una adaptación paulatina de los operadores existentes al
nuevo escenario de la prestación de los servicios efl competencias.
acuerdos entre los agentes participantes en el mercado de las telecomunicaciones y de los servi-
cios. Para cumplir con estas funciones se auibuye a la Comisión una potestad arbitral sobre los
conflictos que puedan surgir entre operadores de redes y servicios; potestad que, dice la Ley, «no
te¡drá carácter público", remitiendo el régimen de revisión, anulación y ejecución forzosa de los
Iaudos que dicte la Comisión a lo dispuesto en la Ley 3611988,de J de diciembre, de Arbitraje.
Thmpoco faltala atribución a la Comisión de potestad sancionadora para corregir el incumpli-
miento de las instrucciones dictadas para salvaguardar la libre competencia y de los acuerdos y
resoluciones que adopte en ejecución de las funciones públicas que se le atribuyen, denuocian-
do, así era por lo menos, hasta que se desgajó del mismo, ante los servicios de inspección de Ias
telecomunicaciones del Ministerio de Fomento las conductas contrarias a la legislación de orde-
nación de las telecomunicaciones cuando no le corresponda el ejercicio de la potestad sanciona-
dora, y, en su caso, instando la actuación de los órganos de defensa de la competencia. En los
procedimientos que se inicien como resultado de estas denuncias el órgano instructor, antes de
formular la oportuna propuesta de resolución, someterá el expediente a informe, vinculante
para Ia propuesta de la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones.
8 Arí re pronunciaba la Exposición de Motivos de la Ley 2Ol1997,de 19 de junio, por Ia que se
Regula la Competencia del Gobierno, en un período transirorio, parulaEijación de las Thrifas y
Condiciones de Interconexión. En concreto, en relación a los operadores de telefonía, coo ante-
rioridad a la fecha de plena liberalización anteriormente cirada, se desarrollarían los procesos de
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Dados los objetivos vertidos anteriomente, por los que las Comunidades
Europeas propugnan la expansión, potenciación y liberalización de las telecomu-
nicaciones, en pos del desarrollo tecnológico y del crecimiento económico de la
Unión Europea, se explica que el instrumento normativo utilizado para ello fuera
mayormente la Directiva, donde se imponen "resultados" a los Estados miem-
bros, sin condicionar la forma y los medios o instrumentos a utilizar por ellos (con
el debido apercibimiento por los retrasos del Estado incumplidor ante la
responsabilidad en que pudiera incurrir), en lugar del Reglamento Comunitario,
cuyas características exceden el planteamiento de las políticas comunitarias
aplicadas en materia de telecomunicaciones. Por ello, han sido múltiples las
normas de "transposición" de Directivas de la Unión Europea sobre telecomuni-
caciones, incorporadas a nuestro Ordenamiento Jurídico tras su debida
promulgación y publicacióne .
entrada en el mercado de nuevos operadores, en primer lugar 
"Retevisión, Sociedad Anónimar,
vla yez sea privatizada, y de los operadores de cable que obtengan el correspondiente título
habilitante. El acceso al mercado, a través de este primer factor de competencia hasta finales de
1998 y dotó especial relevancia alafi)aciónde las condiciones y tarifas de interconexiónpanla
prestación del servicio utilizando la red del operador dominante. De dichas condiciones y tarifas
dependería la supervivencia, a corto plazo, de esos primeros competidores en la apertura paula-
tina y controlada del mercado. EI breve espacio de tiempo transcurrido desde Ia constitución de
la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones y la insuficiencia de medios con que se
encontraba dotada, podrían dificultar la elaboración, por dicha Comisión, de los estudios y
análisis necesarios para adoptat resoluciones necesarias en materia de interconexión que no
debían demorarse. Por ello, se hizo necesario encomendar, transitoriamente, al Ministerio de
Fomento lafijación de las condiciones y tarifas de interconexión hasta la plena liberalización del
sector, reconociendo, no obstante, a la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones la
facultad de emisión de informe previo. Solución abonada por la circunstancia de que, no exis-
tiendo todavía un mercado liberalizado, transitoriamente, no debía ser la Comisión del Mercado
de las Telecomunicaciones la que operara sobre una situación de una interveoción administra-
tiva sobre el secto¡ sino la Adminisración activa del Estado.
) Lu muyo, purte de las directivas, sin perjuicio de otras que imponen a los Estados miembros un
determinado comportamiento, tratan de obligar a los Estados a dictar normas con vistas a los
programas generales de armonización de los Derechos nacionales en materia de establecimiento,
prestaciones de servicios, eliminación de obstáculos a los intercambios, fiscalidad o aproxima-
ción de las legislaciones.
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3" LA IMBRICACIóN DE LA NORMATIVA SOBRE TELECOMUNICACIO-
NES EN EL MARCO COMUNITARIO. SUS OBJETIVOS Y ACTUACIONES.
EL LIBRO VERDE
Hasta 7984las Instituciones europeas no intervinieron significativamente en
el terreno de las telecomunicaciones, imperaban los monopolios nacionales y Ia
relativa estabilidad en los procesos de normalización y estand arización téc¡ica a
nivel internacional (CCITT, CEPT, etc.)10 ; con excepción de algunas actuacio-
nes, muy concretas, sobre algunos temas y contenidos (por ejemplo, sobre
utilización del espectro radioeléctrico), o donde las telecomunicaciones aparecian
incluidas en cuestiones más generales (por ejemplo, Directiva sobre procedimien-
tos en materia de normas y reglamentaciones técnicas).
Tras el Libro Blanco, y varios Programas europeos, se ha llegado a considerar
que la creación de un mercado común de servicios constituye una de las
principales condiciones para un retorno a la prosperidad económica; por lo que,
en el fondo de la preocupación comunitariadebe advertirse la convicción de que
las telecomunicaciones serán uno de los principales factores de la estructuración
del mercado de servicios comunitario, y determin arár,, engran medida, la futura
posición de Europa en el campo de la alta tecnología.
Por ello, el primero de los objetivos generales fijado en lg84pal¿eldesarrollo
de la política comunitaria en telecomunicaciones era promover Ia creación de una
infraestructura europea de telecomunicaciones avanzada; y junto a ello, contri-
buir a la creación de un mercado comunitario de equipos y servicios, y propiciar
la competitividad de la industria y de los proveedores de servicios.
Las telecomunicaciones, próspero, complejo y fulgurante sector de la econo-
mía, se considetaba tradicionalmente como uno de los ejemplos clásicos de los
10 nl CCltt (Comité Consultivo Internacional Telegráfico y Telefónico), es un organismo inter-
nacional, dentro de la UIT (Unión Internacional de Telecomunicaciones), que a su vez lo es de la
ONU, encargado de establecer recomendaciones referentes a las telecomunicaciones (telefonía,
telegrafía y datos); recientemente ha sido sustituido por el ITU-T (sector de normalización de
telecomunicaciones de la UIT). Por otra parte, el CEPT (Conferencia Europea Postal y de Tele-
comunicaciones), es la asociación de las adminisuaciones europeas de correos y telecomunica-
ciones encargada de las tareas de normalización específicas de las administraciones; responsa-
ble, en un principio, de las Normas NET (Estándares Europeos de Telecomunicaciones), fueron
asumidas a partir de 1988 por el ETSI (Instituto Europeo de Estándares de Telecomunicacio-
nes).
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:::iominados «monopolios naturales». No obstante, esto se altera notablemente
-: el ámbito comunitario, como consecuencia de la publicación en junio de 1987
:=i Libro aerde sobre el d¿saruollo del mercado cornún de los seruicios y equipos de
:, !¡canrunicaciones.Enélse proponía una ruptura parcial de dicho monopolio y una
..paración entre los servicios de telecomunicaciones que, hasta entonces, se
- 
:iecían, todos ellos, asociados entre sí, al servicio telefónico y a su red; separación
:-ue permiti6 comenzar a distinguir entre redes y servicios básicos y orras redes,
=quipamientos y servicios. Dentro de esta última írbitaempresarial, podría, en
.lgunos casos, actuarse en régimen de libre concurrencia. Establecía el Libro
Yerde, por otra parte, una serie de principios y criterios patalaliberalización de
-¡s servicios de telecomunicaciones en los países de la Unión Europea en años
sucesivos.
En paralelo con el Libro Verde y de acuerdo con los principios recogidos en é1,
se aprobó en España, en el mismo aí,o,laLey 3111987, de 18 diciembre, de
Ordenación de las Telecomunicaciones que, como su propio Preámbulo señala,
supone el primer marco jurídico básico de rango legal aplicable al sector de las
:elecomunicaciones y el inicio del proceso llbedizador en nuestro país.
Por otro lado, la Exposición de motivos de nuestra Ley General de Telecomu-
ricacionesvigentell 
, 
pone de relieve elcarácter dinámico de las telecomunicacio-
res, la evolución del proceso liberalizador, tanto en el seno de la Organizaciín
-\fundial del Comercio como en el ámbito de la Unión Europea, y la eliminación
progresiva de los vestigios del monopolio natural, que propiciaron, en un corto
período de tiempo, que la ley española de l98l quedase desfasada y fuera
necesario reformarla en profundidad. Así, se llevaron a cabo sucesivas adaptacio-
nes de la ley, bien por medio de modificaciones expresas de ésta, a través de las
alteraciones producidas por la Ley 3217992, de 3 diciembre, o por la Ley 721
L997 , de 24 ab:.il, de Liberalización de las Telecomunicaciones, o bien como
consecuencia dela aprobación de leyes sectoriales que establecieron un régimen
jurídico distinto para determinados ámbitos concretos, como la Ley 3711995 de
12 diciembre, de Telecomunicaciones por Satélite, o la Ley 4217995 de 22
diciembre, de Telecomunicaciones por Cable.
11 La conclusión, en el seno de la Uoión Europea, de las deliberaciones sobre los principios
básicos a aplicar en lallberalización del sector y sobre el calendario del proceso llberalízaáor y la
firme voluntad del Gobierno español de agilizar éste, exigió la aprobación de la Ley General de
Telecomunicaciones que sustituyó a la de Ordenación de las Telecomunicaciones de 1987 y
estableció un marco jurídico úoico.
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La Comisión de la CE la¡26 eI Libro Verde con la intención de abrir un debate
en el que se recabara la opinión de todas Ias partes interesadas. En el Libro Verde
se incluían una serie de posturas propuestas, que más abajo recogemosl2 . Patz.la
actualizaciín de las regulaciones existentes el Libro Verde contemplaba la
ampliación, sumando 6 nuevas, a las líneas de acción definidas por el Consejo de
Europa, en diciembre de 1984. Estas últimas pretendían asegurar la convergen-
12 POSTUMS PRoPUESTAS EN EL LIBRo VERDE
Aceptación del mantenimiento de la concesión en exclusiva o de los derechos especiales de las
administraciones de telecomunicaciones en materia de ofercay explotación de la infraestructura
de la red. Cuando un Estado miembro opte por un régimen más liberal pala toda la red o para
partes de la misma, deberá salvaguardarse la integridad de Ia infraestructura de Ia red general a
corto y alargo plazo.Habrá que analizar con más detalle el procedimiento de control de la
oferta competitiva de sistemas de comunicación bidireccional por satélite, que debería autori-
zatse tÍas un estudio de cada caso concreto, siempre que sea necesaria para la creación de servi-
cios de ámbito europeo y que su implantación no tenga grandes repercusiones en Ia viabilidad
económica del (los) proveedor(es) principal(es). El contenido y la definición comunes de la oferta
de infraestructura deberán desarrollarse en el )" apartado.
Aceptación del mante¡imiento de la co¡cesión en exclusiva o de los derechos especiales de las
administraciones de telecomunicaciones en mate¡ia de oferta de un número limitado de servi-
cios básicos en aquellos casos en que la oferta exclusiva se considere esencial, en esta fase, para
salvaguardar la función del servicio público. El principio de presentación exclusiva de servicios
debe interpretarse de forma restringida y someterse a revisiones regulares, atendiendo al desa-
rrollo tecnológico y, sobre todo, a la evolución hacia una infraestructura digital. La definición de
los servicios reseryados no podrá extender el monopolio de servicios de las administraciones de
telecomunicaciones de forma incompatible con el Thatado. Ahora bien, dada la idea general que
al respecto tie¡e la Comunidad, el servicio telefónico oral parece ser el único candidato claro
para esta modalidad de oferta.
Oferta libre (sin restricciones) de todos los servicios restanres (servicios comperitivos, incluidos
en especial los servicios de valor añadido) en los Estados miembros y entre ellos (en competencia
con las administraciones de telecomunicaciones) para uso propio, uso compartido o provisión a
terceros, con arreglo a las condiciones de uso de la infraestructura de la red que se definirán en
el 5o apartado. Los servicios competitivos abarcarár todos los servicios, excepro los servicios
básicos explícitamente reservados a las administraciones de telecomunicaciones (apartado 2o).
Exigencias estrictas en materia de ¡ormativa de oferta de la infraestructura de la red o de
servicios por parte de las administraciones de telecomunicaciones o de prestatarios de servicios
de parecida entidad con el fin de mantener o posibilitar una inter-operatividad a escala comuni-
taria. Estas exigencias deben fundamentarse en especial en las directivas 83ll89lCEE y 86l36Ll
CEE, en la Decisión 87 1?)ICEE y en la Recomendación 86l659lCEE. Los Estados miembros y
Ia Comunidad deberán gatarttizar y promover Ia oferta de servicios de comunicaciones eficaces
a escala europea y mundial por parte de las administraciones de telecomunicaciones, sobre todo
a aquellos servicios (sean reservados o competitivos) cuya prestación a escala comunitaria se
recomienda (Recomendaci fu 86 I 659 I CEE).
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aa a largo plazo y la integridad de las redes a través del programa pAcE, la
introducción de las comunicaciones móviles digitales, la introducción coordinada
de la RDSI y el Programa STAR para infraestruc turas ayaflzadas en las regiones
para el aumento de la cohesión económica; el reconocimiento mutuo de la
aprobación de equipos; y la apertura de los contratos públicos de telecomunica-
ciones. Por su parte, las nuevas líneas/objetivos introducidas por el Libro verde
contemplaban:
Definición explícita, mediante una directiva comuniraria, de los requisitos generales que las
aáministraciones de telecomunicaciones exigirán a los prestatarios de servicios competitivos
yatala utilización de la red, con una definición de la oferta de la infraestrucrura de Ia rcd,.La
definición deberá contener obligaciones explícitas de interconexión y acceso que las administra-
ciones de telecomunicaciones impondrán a los prestatarios de servicios internacionales con el fin
de evitar infracciones del Tiatado. Hay que llegar a un acuerdo sobre normas, frecuencias y
principios de fijación de tarifas para definir las condiciones generales de prestación de servicios
gue se impondrán al sector competitivo. El Grupo de Altos Funcionarios de Telecomunicaciones(SOG-T) deberá elaborar en detalle la directiva relativa a Ia oferca pública de Ia red (ONp),
previa consulta de los Estados miembros, las administraciones de telecomunicaciones y las de-
más partes interesadas.
Oferta libre (sin restricciones) de equipos terminales en los Estados miembros y entre ellos (en
competencia con las administraciones de telecomunicaciones), con arreglo a un procedimiento
de homologación que cumpla las obligaciones del Thatado y las directivas en vigor. podría ex-
clürse temporalmente de la oferta sin restricciones el suministro del primer apatatotelefónico
tradicional. Las estaciones terrestres sólo de recepción (ROES) deberían asimilarse a los equipos
terminales y aplicárseles únicamente el procedimiento de homologación.
Separación de las actividades normativas y funcionales de las administraciones de telecomunica-
ciones. Las actividades normativas consisten, en especial, en la concesión de licencias, control de
la homologación y de las especificaciones de las interfaces, asignacióa de frecuencias y supervi-
sión general de las condiciones de utilización de la red.
Seguimiento riguroso y continuo de las actividades funcionales (comerciales) de las administra-
ciones de telecomunicaciones conforme a los artículos 85, 86 y 90 del TCE, en especial de las
subvenciones mutuas en el sector de servicios competitivos y de las actividades de producción.
Seguimiento riguroso y continuo de todos los prestatarios de servicios privados en los sectores
recién abiertos a la competencia, conforme a los artículos 81 y 86, a fin de evitar abusos de
poder.
Aplicación plena de la política comercial común de la Comunidad en el sector de las telecomu-
nicaciones. Notificación por parte de las administraciones de telecomunicaciones, de conformi-
dadconelReglamento IT162,detodoacuerdoquesuscribanconorrospaísesdelquepuedan
derivarse consecuencias paralacompetencia dentro de la Comunidad. Facilitación de informa-
ción a requerimiento de la Comunidad con el fin de elaborar una posición comunitaria coheren-
te ante las negociaciones del GATT y las relaciones con otros países.
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' Creación del Instituto Europeo de Estandarizaciónen Telecomunicaciones
(ETSr).
' Definición común de una serie de acuerdos parula Oferta de Red Abierta
(oNP).
' Desarrollo común de servicios transeuropeos.
' Definición común de una posición europea coherente para el futuro
desarrollo de las comunicaciones por satélite en la Comunidad.
' Definición común de servicios de telecomunicación y equipos con respecto
a las relaciones con países no pertenecientes alaCE.
' Análisis común del impacto social.
La aspiración general de las Comunidad Europea en materia de telecomuni-
caciones era crear un mercado interior de este sector satisfaciendo dos principios,
su liberalización (apertura de mercados, libre competencia, en equipos, servicios,
etc) y su atmo¡izaciín (coordinación de políticas), actuando sobre la provisión de
servicios y equipos y el uso de las redes públicas de telecomunicaciones. Es decir,
su estrategia era formular en términos activos la supresión de barreras (liberali-
zación) y el aprovechamiento de las ventajas de la integración (armonización).
Por otra parte, el Libro Verde sobre la liberalización de las infraestructuras de
telecomunicaciones y redes de teleuisión por cablel3 fue aprobado, en su primera parte,
el25 de octubre de 1.994, en la que se definía el principio de liberalización de las
infraestructuras y se proponían las etapas y calendario de esa actuación, acom-
pasadoconlaliberalizaciíndelosservicios.Lasegundaparte delLibro,aprobada
el25 de enero de 7995, ofrece las bases de discusión sobre la futura regulación
de las redes y servicios de telecomunicaciones en la Unión Europea, donde se
propone una consulta sobre el marco regulador necesario para llegar a Ia
13 El cual responde a sucesos anteriores, relevantes, que lo explican y enmarcan. Recordemos
que en diciembrc de 199) Jacques Delors, como presidente de Ia Comisión Europea, propuso al
Conseio t¡ Libro Blanco en el qrte se destacaba la urgente necesidad de avanzar en la Sociedad de
la Información, como factor fundamertalpara que Europa alcance sus ansiados objetivos de
crecimiento, competitividad y empleo. Pocos meses después, en junio de 1994, el comisario
Martin Bangemann presentó un Informe más específico en el que se afirmaba que la liberaliza-
ción de las infraestructuras de la información sería una pieza indispensable e ineludible para que
el mercado abierto y libre de servicios se hiciera una realidad, añadiendo que la creación de ese
mercado liberalizado permitiría reducir, cuando no eliminar, las ingentes inversiones públicas en
el sostenimiento de empresas monopolísticas estatales, al trasladar ala i¡iciativa privada estos
servicios y bienes de intetés social. De estas iniciativas surge un fuerte impulso a la nueva regu-
lación de la televisión por cable.
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liberulización completa. Esta consulta se abri6 en octubre de 1994 y se cerró el
1 5 de marzo de L995 
, con Ia presentación de observaciones y comunicaciones por
parte de las distintas Administraciones y Asociaciones Profesionales. Y con los
resultados de la referida consulta se elaboró un Documento, aprobado por el
consejo y posteriormente aprobado por el Padamento Europeo, en el que se
fijarcn las prioridades de actuación sobre determinados aspectos que fueron
aceptados por Ios Escados miembros; de donde han panido fururas normas,
Directivas, Decisiones, etc, sobre la materia de telecomunicacionesla. Ello
supuso un apoyo explícito alaliberulización completa de las infraestructuras de
telecomunicaciones, paru lograr la total efectividad en los servicios, concreta-
mente en la telefonía vocal para el 1 de enero de 1998, si bien aceptándose
moratorias en distintos casos (en España fue de 5 años, para adecuar las
infraestructuras de regímenes monopolísticos).
Al tratar la política comunitaria sobre telecomunicaciones, apteciaúamos que
sus distintas líneas de actuación son complementarias en muchos casos. La
ltberulizaciín, por ejemplo en la oferta de equipos, exige de una previa armoni-
zación no sólo en las normas técnicas, sino también en las de certificación y
homologación, lo contrario multiplicaríalasbarreras y dificultaría la integración
de los mercados, haciendo un flaco favot alas políticas comunes en telecomuni-
caciones.
En España, tras la Ley de ordenación de las Telecomunicaciones de 1987 , y
modificaciones posteriores, las sucesivas ediciones del plan Nacional de las
Telecomunicaciones (PNT), marcaron los objetivos a medio y largo plazo,
indicando las premisas necesarias paralaimplantación de las reglamentaciones
correspondientes. A través de acciones de impulso a los agentes del sector y a su
necesaria adaptación al proceso de cambio tecnológico y del mercado. En el
1a El Conse¡o de la Unión, en su Resolución de 18 de septiembre de 1995,enumeró los elemen-
tos clave parula elaboración del futuro marco reglamentario de las telecomunicaciones de la
Unión Europea, prácticamente basados en los presentados en el documento de los Comisarios
europeos Martin Bangemann y Karl van Miert, donde se propone el establecimiento de las
disposiciones legales pertinentes para crear dicho marco regulador. Esta Resolución fue más allá
de la simple regulación de algunos aspectos como el servicio universal, la interconexión, la
concesión de licencias o la libre competencia, pretendiendo crear las condiciones idóneas para
que los usuarios tengan acceso a los nuevos servicios que la Sociedad de la Información Global
puede llegar a ofrecer, en multitud de variados campos, como la educación, la formación y el
ocio, aplicaciones en la salud, etc.
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mismo se marcaron los papeles que corresponderían a cadauno y consejos sobre
los límites y plazos de implantación de los servicios; junto con las acciones de
apoyo a la I*D y su coordinación con otras áreas de la ddministración; también
se abordaba la rcorganizaciín del sector apacia[ apoyado en el creciente mercado
de los servicios vía satélite, la proliferación de antenas parabólicas en España y la
potencialidad de los satélites Hispasat, etc. Lo cierto es que se dio un profundo
y rico debate sobre las telecomunicaciones en nuestro país, no exento de
polémicas en algunas cuestiones, que ha deparado un abanico de leyes y decretos
que conforman el complejo panorama normativo de nuestras telecomunicacio-
nes.
2. EL RXPARTO COMPETENCIAL
2.1.EN MATERIA DE INFRAESTRUCTURAS COMUNES DE TELECO-
MUNICACIONES
Desde la recientemente derogada Ley 4911966, de 23 de julio, sobre Antenas
Colectivaslt, o desde que el Ministerio de Información y Türismo promulgara,
el 13 de maÍzo de I970, una Orden sobre distribución de la señal por cable y la
televisión en circuito cerrado, hasta la actualidad, han sido múltiples las normas
aprobadas, reformadas y derogadas en materia de Telecomunicaciones.
Evidentemente, hace unas décadas no podía preverse el vertiginoso avance que
lban a experimentar las telecomunicaciones por cable, vía satélite, etc. Para
llegar a este punto se han dado muchos "pasos".
El proceso de liberalización de determinados servicios como la electricidad, el
gas o las telecomunicaciones tiene su origen, según ya hemos apuntado, en
disposiciones de la Comunidad Europeal6; proceso que responde a la necesidad
de garuntizar el derecho de los ciudadanos al acceso a diferentes ofertas,
pretendiendo facilitar en nuestro caso el acceso público a las redes de telecomuni-
caciones y que ello se alcance sin efectos discriminatorios. Se inicia, por tanto, el
15 Ley 
-oy "olvidada" en su aplicación. Derogada por el Real Decreto Ley U1998, de 27 de
febrero, sobre infraestructuras comunes en los edificios para el acceso a los servicios de tele-
comunicación (que por Resolución de 26 de marzo de 1998, del Congreso de los Diputados, se
acuerda su convalidación).
16 Recordemos, entre otras, la Directiva 9Ol388lCEF,, de 28 de junio de 1990, relatita aIa
competencia en los mercados de telecomunicaciones.
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proceso liberalizador del sector de las Telecomunicaciones; que tiene un momen-
to crucial con Ia Ley 1211997, de 24 de abril, de Liberalización de las Telecornunica-
ciones, peto antes se han de dictar dos importantes Leyes sobre dos campos
concurrentes, las telecomunicaciones por cable y vía satélite.
La exigencia inaplazable de salvaguardar el cumplimiento efectivo por todos
los partícipes en el mercado de las telecomunicaciones de los principios de libre
competencia, transparencia e igualdad de trato, hizo imprescindible la creación
de una Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, como órgano indepen-
diente encargado de velar por la aplicación de tales principios y de arbitrar los
conflictos entre los operadores del sectorlT.
Laley 3711995, regulaba las Telecomunicaciones por Satélite, mientras que
laley 4211995, de Telecomunicaciones por Cable, atendía al desarrollo del Real
Decreto 2066l1996,Reglamento técnico y de prestación de servicio que estable-
ce las condiciones que deben cumplir las redes de instalaciones en los edificios que
permitan el suministro de los servicios de telecomunicación en su interiof, asi
como su acceso a los edificios y su distribución en el interior de los mismos
(infraestructuras y canalizaciones).
A principios de 1998, mediante el Real Decreto Ley U7998, se establece el
tégimen jurídico de las Infraestructuras Comunes en los edificios para el acceso
a servicios de Telecomunicación 
-ICT- y se reconoce el derecho de los copropie-
tarios en régimen horizontal y, en su caso, de los arrendatarios a instalar las
17 La Exposición de Motivos de la ley 12 I 1gg7 , d¿ 2 4 d¿ abril, d¿ Liberalización de la¡ Telecomu-
nicaciones, abundaba en Ia necesidad de acomodar la legislación española a la normativa comu-
nitaria europea que, respecto de los servicios finales, prevé unos plazos máximos para su libera-
Ezaci6¡, obligando la rnodificación de la Ley 3117987 , de Ordenación de Ias Telecomunica-
ciones. En esta lírrea,y por lo que se refiere a los servicios finales y portadores, se impone crear,
de forma inmediata, las condiciones que garanticen la libre concurrencia en el mercado y la
igualdad de trato a los operadores del sector. El objetivo, a corto plazo, no era otro que consti-
tuir una importa¡te fuente de riqueza para la economía española que incida positivamente en la
creacióo de puestos de trabajo. Por otra parte, la introducción de Ia competencia en el ámbito de
las telecomunicaciones y, por consigüente, el mejor servicio a los usuarios, tanto residenciales
como empresariales en un sector basado en redes, exige la creación de operadores con ufla
mínima masa crítica. De ahí la importancia de crear un segundo operador con esas condiciones
que pueda integrar, además, determinadas redes alternativas existentes en la actualidad, pero
no comercializables y, por tanto, infrautilizadas. La urgencia de su creación era evidente, puesto
que los compromisos de España, en su calidad de Estado miembro de la Unión Europea, no
permiten dilatar más en el tiempo la puesta en marcha de un segundo operador viable. Los
efectos beneficiosos de esta decisión paru el empleo y la economía nacional en general, están
fr¡era de toda duda.
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referidas infraestructuras, conectarse a ellas o adaptar las existentes; y casi
paralelamente, ya que la convalidación del anterior Real Decreto Ley es de fecha
26 de maruo del mismo airo, através de la Ley tVlggg,General de Telecomu-
nicaciones, de abril de 1998, se introducen disposiciones relativas a las redes de
telecomunicaciones en los edificios, a las condiciones de los instaladores de
equipos, a los aparatos de telecomunicación, estableciendo en su artículo 5 3 que
el Real Decreto Ley Ill99B será desarrollado mediante un Reglamenro regulador
de las infraestructuras, sin perjuicio de las disposiciones que puedan aprobar las
comunidades Autónomas sobre la materia de vivienda. El Real Decreto 2791
1999, de 22 de febrero, aprueba el Reglamento regulador de las ICT para el
acceso alos servicios de telecomunicación en el interior de los edificios; y la Orden
Ministerial de 26 de octubre de 1999 desarrolla el Reglamento anterior,
regulando la figura de la empresa instaladora de telecomunicaciones así como los
proyectos técnicos, certificados de ICT y el boletín de instalación de tele_
comunicaciones.
Pronto e¡ttaúanen juego las comunidades Autónomas, al socaire no sólo de
los artículos 53 y 60 de la Ley lllrgg1,General de Telecomunicaciones18 
, sobre
los instaladores de telecomunicación que trata el artículo 16 del Reglamento de
ICT. La Disposición Adicional Segunda del Real Decreto 2791Lg99 se refiere a
las funciones relativas a los registros de instaladores y a los proyectos técnicos, la
inspección, el control y la sanción, respecto de las instalaciones de antenas
colectivas y de televisión en circuito cerrado, que serán ejercidas por los órganos
autonómicos competentes en aquellas comunidades Autónomas a las que hayan
sido transferidas. Dichas Comunidades Autónom as darántraslado de las inscrip-
ciones rcalizadas en su registro de instaladores al Ministerio de Fomento,
debiéndose entender hoy al Ministerio de ciencia y Tecnolog íate . Es decir, el
Reglamento de las ICT vuelve a incidir en que se aprueba sin perjuicio de las
normas que puedan aprobar las comunidades Autónomas en el ejercicio de sus
18 Qoe determina que reglamentariameflte se establecerán, previa audiencia de los Colegios
profesionales afectados y de las asociaciones representativas de las empresas de construcción e
instalación, las condiciones aplicables a los operadores e instaladores de equipos y aparatos de
telecomunicaciones a fin de que, acreditando su competencia profesional, se garantice la puesta
en servicio de los equipos y aparatos. Además, el mencionado precepro exige que,
reglamentariamente, se establecerán los requisitos exigidos a los instaladores, respetando las
competencias de las Comunidades Autónomas en su ámbito territorial para el otorgamiento, en
su caso, de las correspondientes autorizaciones olalleva¡zade los oportunos registros.
te A t..ro¡ de los Reales Decretos »7 ]2OOO, d,e 27 de abril, y 696l2OOO,de 12 de mayo.
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competencias en materia de vivienda y de medios de comunicaciínsocial y de los
actos que puedan dictar en materia de antenas colectivas y televisión en circuito
cerrado; y así su artículo 1 2, cuando rcg:Ja el Régimen sancionad.o/ en su apartado
2, aiade que cuando se trate de infracciones en materia de antenas colectivas de
televisión o de televisión en grupo cerrado de usuarios, la imposición de sanciones
se llevará a cabo por las Comunidades Autónomas que tengan transferidas las
correspondientes competencias.
Dentro de este contexto, y de las competencias sobre urbanismo y edificación
que ostentan las Comunidades Autónomas, en materia de ICT la Comunidad
Catalanaha dictado el Decreto de la Generalitat de Catalunya 17211999, sobre
canalizacio¡es e infraestructuras de radiodifusión sonora, televisión, telefonía
básica y otros servicios por cable en los edificios, que adaptay deroga el Decreto
27411991, de 74 de octubre y la Orden de 72 de noviembre de 1991, de
aprobación de la norma reglamentaria de edificación NRE-CXT/9L, de la
Generalitat de Catalunya sobre canalizaciones de telefonía y otros servicios por
cable en los edificios de nueva construcción, y su normativa de aplicación. Regula
que los proyectos de edificación de inmuebles y grandes rehabilitaciones prevean
las ca¡alizaciones e infraestructuras necesarias para Ia incorporación de las redes
destinadas a los servicios de telecomunicaciones, así como la adaptaciín a la
normativa definida en su Anexo para los edificios existentes; recogiendo,
obviamente, las exigencias contenidas en el Real Decret oLey 111998 y la Ley 1 U
1998.
Volviendo al tratamiento uniforme de las ICT en España, a la potestad
reglamentaria de la Administración al respecto, no podían faltar oros Reglamen-
tos de inferior jerarquía que tratan los variados aspectos que suscitan esta materia,
como son la Circular U99, de 20 de abril de 1999, de la Secretaria General de
Comunicaciones, interpretativa del Real Decreto Ley 1/1998, sobre
Infraestructuras Comunes en los Edificios para el Acceso a los Servicios de
Telecomunicación y el Reglamento que lo desarrolla, la Resolución de 12 de
enero de 2000, de la Secretaria General de Comunicaciones, por la que se hace
pública la Instrucción de 12 de enero de 2000, sobre personal facultativo
competente en materia de telecomunicaciones parula elaboración de proyectos
de infraestructuras comunes en telecomunicaciones en edificios, o la Circular
SGPN- 1/2000, de la Subdirección General de Promoción y Normalización de los
Servicios de Telecomunicaciones, sobre tramitación de proyectos de ICT en el
interior de los edificios y sobre el registro de instaladores de telecomunicación.
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Hemos llegado a comprender que la constante evolución de las telecomuni-
caciones hizo necesario el desarrollo de un complejo marco legislativo en materia
de infraestructuras comunes para el acceso a los servicios de telecomunicación
que, respofrdiendo a las exigencias de una nueva, libre competencia, permita
dotar a los edificios de instalaciones suficientes para atender los servicios creados
conposterioridad a laLey 4917966 de23 dejulio, sobre antenas colectivas, como
son los de televisión por satélite y telecomunicaciones por cable. Con ello, en
España se planifican las infraestructuras de tal forma que permiten su adaptación
a servicios de implantación futura cuyas normas reguladoras proceden de las
Instituciones de las Comunidades Europeas
Las tecnologías disponibles actualmente han ampliado notablemente la oferta
de programas de televisión y radiodifusión sonora y de otros servicios de
telecomunicaciór,haciendo necesario instrumentar medios para que los propie-
tarios de viviendas o locales sujetos al régimen de propiedad horizontal y los
arrendatarios de todo o pafte de un edificio puedan acceder a estas ofertas,
evitando la proliferación de sistemas individuales y cableados exteriores en las
nuevas construcciones, que vienen deteriorando su estética; igualmente se hacía
preciso facrlitar, en el seno de las comunidades de propietarios, los mecanismos
legales parulaimplantación de estos sistemas que permitan la prestación de los
nuevos servicios y la introducción de las nuevas tecnologías.
Las ICT responden también a la necesidad de dotar a los usuarios, en un
momento en el que es patente laúpidadiversificación de la oferta en los servicios
de telecomunicaciones, de los medios jurídicos que garanticen la efectividad del
derecho a optar entre los diferentes servicios; y remover, con la agilidad requerida
por el desarrollo tecnológico y la diversidad de empresas prestadoras de servicios
concurrentes en el mercado, las trabas para que éstas puedan actuar en él en
condiciones de igualdad, de manera que todos los operadores cuenten con las
mismas oportunidades de acceso a los usuarios como potenciales clientes de sus
servicios.
Con todo ello no se ha hecho más que facilitar a los usuarios de los servicios
de telecomuniéaciones, tanto de radiodifusión y televisión como interactivos, la
eficacia del art. 20.1.d) de Ia Constitución, permitiéndoles elegir entre los
distintos medios que les faciliten información, suprimiendo cuantos obstáculos
puedan dificultar la recepción de información plural y, además,permitir que los
ciudadanos puedan beneficiarse, de manera inmediata, de los nuevos servicios de
telecomunicaciones que se les ofrezcan2o .
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El conjunto de normas aniba apuntado pretende satisfacer ese objetivo,
establecer el marco jurídico que garantice a los copropietarios de los edificios en
régimen de propiedad horizontal y, en su caso, a ros arrendatarios, er acceso a ros
servicios de telecomunicación, valiéndose del título prevalente que funda la
competencia del Estado pan dictarlas, el recogido en el artículo 149 .t .21" de la
constitución Española, que re otorgaplena competencia pararareguración der
régimen jurídico de las telecomunicaciones. Afectando, además, ar marcojurídico establecido p or laLey 491 1960 
, d,e 2 1 de julio, de propiedad Horizontal,
al regular derechos y obligaciones de los copropietarios de edificios sujetos a ella,
dictado en ejercicio de la competencia estatal en materia de legislación civil a la
que se refiere el art. 149.1.8u de la Constitución.
El Real Decreto Ley uL99g establece un nuevo régimen jurídico que, desdelas exigencias del libre mercado consagrado en nuestra constitució n, , yd
recogido entre los principios del Tratado de Roma de 1957,de la Comunidad
EconómicaEuropea22, contempla obligatoriamente ra ribre competencia, propi-
I
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20 Enrelación a los aspectos sociológicos y periodísticos del Derecho a la Información, podemos
::r-lÉ*, CALDERóN , M.;,,Lanoticia electrónica,,, Editora Nacional, Madrid, 1984, (ltlpags).
'1 E,, ,, artículo 38, ar afrrmar que "se reconoce ra libertad de empresa en el marco de la
economía de mercado". La economía de mercado, como marco de la Iibertad de empresa, supo,
ne la legitimación de actuaciones efl defensa de la competencia que no debe suponer restricción
alahbettad de empresa, sino justamente un mecanismo de su prorección. véase, sobre ello, laSentencia del ftibunal Constitucional ggl|ggí"de 1 de julio, y.éng".rr" en cueota las Leyes 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de ra competencia (modificada lor et a¡t. 15 del RD Ley 7/1996, de 7 de junio, sobre medidas ,,rg..r.., d. carácter fiscal y de fomento y liberalización dela actividad económica) y 3ll99l,de l0 de enero, de competencia Desleal. En todo caso, reite-
ramos' el artículo 38 de la constitución hay que enmarcarlo y valorarlo en el contexto de lacomunidad Europea, uno de cuyos postulados es, precisamente, ra libertad de mercado, que searticula a través de las distintas previsiones, no sólo del ltatado de Roma, también en la nutrida
normativa comunitaria sobre la libertad de circulación de mercancías, p.r.on"r, servicios y capi-
:ales, así como en las normas relativas a la libre competencia (prohibición de ayudas estarales,
control de la concertación de emPresas, abuso de posición dominante y otras prácticas prohibi-
Cas).
:: No sólo en su Preámburo; adquiere operatividad jurídica,alcance generar y obligatoriedad
:nmediara, para todos los Estados miembro de la u.E., tras ser expresado en su artículo l.f) en:érminos de impulsar la acción de la comunidad hacia un régimen que garantice una compe_::ncia libre, no falseada, e¡elmercada común.profit¡dizando ,our. .tto, ..r--ut.ri^ de seroicios,
-r sus artículos 59 y siguientes.
ciando que distintas empresas que cumplan la normativa vigente presten los
servicios de telecomunicaciones en los que están habilitados a operar; y en 1o que
a las ICT se refiere, permitir dotar alos edificios de instalaciones suficientes para
atender los servicios de Televisión, Telefonía y Telecomunicaciones por cable que
posibiliten la planificación de dichas infraestructuras de forma que faciliten su
adaptación a servicios de implantación futura.
En aras a facilitar el acceso a la información, el Real Decreto Ley Ul99B
reconoce el derecho de sus copropietarios y arrendatarios a instalar las diferentes
infraestructuras, conectarse a ellas o adaptar las existentes. Por otro lado, se hace
necesario facllitar, en el seno de las comunidades de propietarios, los mecanismos
legales parula implantación de estos sistemas que permitan la prestación de los
nuevos servicios y la introducción de las nuevas tecnologías. Se desea suprimir
cuantos obstáculos puedan dificultar la recepción de información plural y además
permitir que los ciudadanos puedan beneficiarse de manera inmediata de los
nuevos servicios de telecomunicaciones. En definitiva, se ofrece a todos los
propietarios unas posibilidades de comunicaci6n más económicas y de fácil uso
para todos los hogares.
Para ello, una instalación comunit aúaICT que permita de una forma sencilla
el paso de los cables de los diferentes servicios {acilitará su acceso individual.
Según datos de Ia Secretaría General de Comunicaciones, cuando pertenecía
al Ministerio de Fomento, en torno a 1 1 millones de viviendas repartidas por todo
España, unos 35 miliones de personas (e\90% de nuestra población), podrían
recibir los nuevos servicios que ofrecen las compañías de telecomunicaciones.
Entre esos servicios, que podría ofrecer un mismo operador, puesto que en esa
línea están ava¡zado varios, debemos contar con la Telefonía, lal¡formática a
distancia, en Acceso a Internet, la Televisión de alta definición, la Música y Vídeo
"ala carta", el acceso a Bases de Datos, Servicios de Fax, Videoconferencias,
Operaciones comerciales de tele-compra, tele-reserva, Gestiones Bancarias, etc,
etc.
Es notorio que la diversidad de servicios, la competencia por las cuotas de
mercado, está propiciando una mejora no sólo en su diversificaciín, obligando a
los distintos operadores a ser más competitivos no sólo en términos de servicio,
más flexibles, mejorando la oferta, también en ciertarebajade sus tarifas, bajando
los precios. Entre la variedad de servicios ofrecidos por los distintos operadores
el más potente, dadala globalidad de aplicaciones o utilidades que ofrece, es Ia
telefonía; si bien la televisión vía satélite está en plena expansión, y los servicios
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por cable apenas están "despegando". La competitividad en la telefonía local está
llevando a algunos operadores a abaratar notablemente sus taifas; rcbaja de
precios lenta, pero inexorable, que alcanzará a todos los servicios de telecomuni-
caciones.
Ahora bien, esta revolución en las telecomunicaciones debe articularse
igualmente en el otro componente que da título a la presente obra, en las
viviendas; de manera que sobre las de nueva construcción no deberían plantearse
mayores dudas, muy previsibles en las ya existentes. Respecto a ambas, recorde-
mos que recientemente, el 6 de mayo del presente año, entraba en vigor Ia Ley
3811999, dn 5 dp nouiembrq de Ord.¿nación de la Edificación23 ; norma ya citada
porque su Disposición Adicional Sexta hizo una pequeña modificación sobre el
Real DecretoLey U1998, de las ICT.
Ajeno a la diversidad que sobre la materia de urbanismo y vivienda puede
Ilegar a darse en las distintas Comunidades Autónomas, Ia Ley 381L999 supone
un común denominador en el sector de la edificaciín2a, tan necesitado de
regulación en algunos aspectos.
El sector de la edificación es uno de los principales sectores económicos con
evidentes repercusiones en el coniunto de la sociedad que, sin embargo, carecía
de una regulación acorde con esa importancia. No se explicaba por ello que ciertas
carencias se prolongaran por más tiempo. Junto a la tradicional regulación del
suelo contrastaba la falta de una configuración legal de la construcción de los
edificios, básicamente establecida atra.vés del Código Civil y de una variedad de
23 Publicada en el BOE de 6 de noviembre de 1999;por lo que, en cumplimiento de su Dispo-
sición Final Cuarta, dicha Ley entró en vigor a los seis meses de su publicación, salvo sus
Disposiciones Adicional Quinta, Tlansitoria Segunda, Derogatoria Primera por lo que se refiere
a la legislación en materia de expropiación forzosa, Derogatoria Segunda, y Final Tercera, que
entraron en vigor el día siguiente al de dicha publicación.
2a So Disposición Final Primera, que trata sttFunda¡nento constitucional, seialaque dicha
Ley se dicta al amparo de la competencia que corresponde al Estado de conformidad con distin-
tos artículos de la Constitución, el 149.1.6,8" y 30" en relación con las materias civiles y
mercantiles de los capítulos I y II y con las obligaciones de los agentes de la edificación y
atribuciones derivadas del ejercicio de las profesiones establecidas en el capítulo III, sin perjuicio
de los derechos civiles, forales o especiales existentes en determinadas Comunidades Autóno-
mas; el aft. 149.I.L6,21",23" y 2)" para elart. ); el art. 149.L.6",8" y ll" para el capítulo IV;
y el art. I49.1.18" para la disposición adicional quinta. Añadiendo que la Ley será de aplicación
sin perjuicio de las competencias legislativas y de ejecución que tengan asumidas las Comunida-
des Autónomas sobre ello,
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oormas cuyo conjunto adolecía de serias lagunas en la ordenación del complejo
proceso de la edificaciín, tanto respecto a la identificación, obligaciones y
responsabilidades de los agentes que intervienen en el mismo, como en lo que se
refiere alas garantías para proteger al usuario. Llevando el tema al campo de las
instalaciones y servicios, es evidente qúe nuestra sociedad dema¡dacadavezmás
la calidad de los edificios, no sólo en los materiales empleados, también en su
ejecución y utilidad, en su seguridad estructural y protección contra incendios,
y todos los aspectos orientados al bienestar de sus usuarios, los aislamientos
térmico y acústico, Ia accesibilidad para personas con ciertas discapacidades, etc.
Respondiendo a ello, la Exposición de Motivos de la Ley 3817999 afirma la
intención de dar continuidad alaLey 611998, de 13 de abril, sobre Régimen del
Suelo y Valoraciones, ordenando la construcción de los edificios, y de superar la
discrepancia existente entre la legislación vigente y la realidad, por la insuficiente
tegulación actual del proceso de la edificación, así como de establecer el marco
general en el que pueda fomentarse Ia calidad de los edificios y, por último, el
compromiso de fijar las ganntías suficientes a los usuarios frente a los posibles
daños, como una aportación más alaley 26h984, de 19 de julio, General para
la Defensa de los Consumidores y Usuarios.
LaLey 3811999 se marca distintos objetivos, entre los que vamos a poner de
relieve los siguientes:
1o. El prioritario es regular el proceso de la edificaciín, acrualizando y
completando la configuruciínlegal de los agentes que intervienen en el mismo,
fijando sus obligaciones para así establecer las responsabilidades y cubrir las
garu¡tías a los usuarios, y definiendo los requisitos básicos que deben satisfacer
los edificios.
2".Paruello, se define técnicamente el concepto jurídico de la edificación y los
principios esenciales que han de presidir esta actividad y se delimita el ámbito de
lal,ey, precisando aquellas obras, tanto de nueva construcción como en edificios
existentes, a las que debe aplicarse. Ante la creciente demanda de calidad por
parte de Ia sociedad, laLey establece los requisitos básicos que deben satisfacer
los edificios de tal forma que la garantíaparaproteger a los usuarios se asiente no
sólo en los requisitos técnicos de 1o construido sino también en el establecimiento
de un seguro de daños o de caución. Estos requisitos abarcan tanto los aspectos
de funcionalidad y de seguridad de los edificios como aquellos referentes a la
habitabilidad. Se establece el concepto de proyecto, obligatorio para el desarrollo
de las obras incluidas en el ámbito de la Ley, precisando la necesaria coordinación
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entre los proyectos parciales que puedan incluirse, así como la documentación a
entregar a los usuarios para el correcto uso y mantenimiento de los edificios. Se
regula, asimismo, el acto de recepción de obra, dadalaimportancia que tiene en
relación con el inicio de los plazos de responsabilidad y de prescripción estable-
cidos en laLey.
3o. Paru los distintos agefltes que participan a lo largo del proceso de la
edificación se enumeran las obligaciones que corresponden a cadauno de ellos,
de las que se derivan sus responsabilidades, configurándose el promotor como
una persona física o jurídica que asume la iniciativa de todo el proceso y a la que
se obliga a garantizar los daños materiales que el edificio pueda sufrir. Dentro de
Ias actividades del constructor se hace mención es pecialalafigura del jefe de obra,
así como a la obligación de formalizar las subcontrataciones que en su caso se
establezcan. Además la Ley delimita el ámbito de actuaciones que corresponden
a los profesionales, el proyectista, el director de obra y el director de la ejecución
de la obra, estableciendo claramente el ámbito específico de su intervención, en
función de su titulación habilitante.
4o.La responsabilidad civil de los diferentes agentes por daños materiales en
el edificio se exigirá de forma personal e individualizada,tanto por actos propios,
como por actos de otros agentes por los que, con arreglo a esta Ley, se deba
responder. La responsabilidad se exigirá solidariamente cuando no pueda ser
atribuida en forma individualiz ada al responsable del daño o cuando exista
concurrencia de culpa, sin que pueda precisarse la influencia de cada agente
interviniente en el daño producido. A la figura del promotor se equiparan
también las de gestor de cooperativas o de comunidades de propietarios, u otras
análogas que aparece n cadavez con mayor frecuencia en la gestión económica de
la edificación.
5o. Por lo que se refiere alas ganntiaslal.,ey establece, para los edificios de
vivienda, la suscripción obligatoria por el constructor, durante el p lazo deun año,
de un seguro de daños materiales o de caución, o bien la retención por el promotor
de un 5 por 100 del coste de la obra paruhacer frente a los daños materiales
ocasionados por una deficiente ejecución. Se establece igualmente para los
edificios de vivienda la suscripción obligatoria por el promotor de un seguro que
cubra los daños materiales que ocasionen en el edificio el incumplimiento de las
condiciones de habitabilidad o que afecten a la seguridad estructural en el plazo
de tres y diez años, respecrivamente.
Laley 3811999 define por primera vez al promotor, figura que hasta ahora
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no se recogíaefl niflguna normay que pasaa tener destacado peso yprotagonismo
en el proceso de la edificación; incide también sobre el constructor, los técnicos,
Ios suministradores de materiales, los propietarios y usuarios, definiendo sus
derechos y obligaciones. La Ley introduce una "filosofía" de manteniruiento,
imponiendo sobre los propietarios de las edificaciones la obligación de conservar-
las y mantenedas en perfecto uso; todas las especificaciones del inmueble, así
como sus revisiones o actuaciones periódicas, se recogetán en el "Libro del
Edificio", que tendrán los propietarios cuando adquieran las viviendas y locales.
Probablemente, así se espera, con esta nueva Ley se reduzca la enorme
litigiosidad que las obras de construcción venían provocando, reduciendo los
casos de enorme decepción y casi desamparo al que muchos compradores se veían
abocados al adquirir su vivienda. Es deseable que su correcta aplicación reste
mucho trabajo a los juzgados, no sólo en el Orden Civil; hasta ahora los jueces se
veían ante una "nebulosa" de responsabilidades no muy bien definidas en las leyes
alahoru de ser exigidas.
Laley, en definitiva, trata, dentro del marco de competencias del Estado, de
fomentar la calidad incidiendo en los requisitos básicos y en las obligaciones de
los distintos agentes que se eflcargan de desarrollar las actividades del proceso de
Ia edificació fl, para poder fijar las responsabilidades y las garantías que protejan
al usuario ypara dar cumplimiento al derecho constitucional aunaviviend adigna
y adecuada. Con independencia de sus virtudes, que su puesta en práctica
evidenciará, las lagunas interpretativas que ya se van apuntando y que los
Reglamentos o laJurisprudencia dilucidarán, es innegable el avance producido
por su mera presencia en el Ordenamiento Jurídico, introduciendo claridad y
rigor en un sector muy necesitado de ello.
Ahora bien, la Ley 381799p no puede aclaw todas las dudas sobre la
Ordenación de la Edificación, porque estaría vulnerando la Constitución si así lo
hiciera, ya que ignoraúael reparto competencial establecido en el "juego" de sus
artículos I48 y I49, fundamentalmente. Ya sabemos que son las Comunidades
Autónomas las que tienen el "grueso" de las competencias sobre urbanismo y
vivienda, en coordinación con otros títulos comperenciales del Estado que les
afectan, como son las Telecomunicaciones, sin ir más lejos. Por ello deberíamos,
en atención a la Comunidad Autónoma donde se encontrara la edificación
concreta que nos ocupara, remitirnos a su legislación específica sobre urbanismo
y vivienda; donde nos podemos encontrar una variada gama de rótulos en torno
a la regulación urbanística, sus figuras de planeamiento y sistemas de ejecución
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concretos, de disciplina y gestión urbanística, sobre edificación, de la calidad,
promoción y acceso a la vivienda, etc. En ellas veríamos distintas menciones o
tratamientos a las instalaciones en general, y de telecomunicaciones en pafticu-
lar; respetuosas, por supuesto, con el marco normativo común de las ICT que ya
se ha apuntado.
2.2. LA PROBLEMÁTTC¿ SOBRE LA TELEVISIÓN
La Exposición de Motivos de la Ley 2511994, de 12 de jurio, por la que se
incorporó al ordenamientoJurídico Español la Directiva g9l552lcqg,, sobre la
coordinación de disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los
Estados Miembros relativas al ejercicio de actividades de Radiodifusión Televisiva
señalaba que el régimen jurídico de la televisión como medio de comunicación
social arranca en España de la Ley 4lt9gO,de 10 de enero, y del Estatuto de la
Radio y la Televisión, que configura a la televisión, conforme al atículo L2g.2
de la Constitución, como un servicio público esencial de titularidad del Estado
que se prestaráe¡régimen de gestión directa por el Ente público RTvE, a través
de una sociedad estatal denominada Televisión Española. Recordemos que, en
1982, el vacío legal existente provocó una sentencia de la sala segunda del
Tribunal constitucional en términos denegatorios sobre el amparo a un Recurso
presentado por un particular que solicitaba la asignación de frecuencias y
potencias de emisión en televisión por cable y televisión hertzianaa nivel local,
al estimar qlie debía serutna decisión política que sólo podía adoptarse mediante ley.
La Ley 4611983, de 26 de diciembre, reguradora del Tercer canar de
Televisión, autorizó al Gobierno a tomar las medidas necesarias para la puesta en
funcionamiento de un tercer canal de televisión de titularidad estatal y para
otorgarlo en régimen de concesión en el ámbito territorial de cada Comunidad
Autónoma, previa solicitud de sus órganos de gobierno y en los términos
previstos en sus respectivos Estatutos de Autonomía, en el Estatuto de la Radio
y la Televisión, en sus disposiciones complementarias de orden técnico y en lo
üspuesto en la propia Ley.
En mayo de 1987, el Partido Político CDS presenró un texto alternativo al
Proyecto de Televisión Privada, remitido por el Gobierno a las cortes, donde se
introducía la autotización pan la televisión por cable. pero, meses más tarde,
surge un fuerte debate en torno a la Resolución del pleno del Tribunal
constitucional que declaró nulo, por inconstitucional, el precepto de la Ley de la
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Generalitat Valenciana por el que se regulaban los servicios de radiodifusión y
televisión de esa Comunidad y se creaba la Entidad Pública correspondiente, en
lo que se refiere ala creaciónde sociedades filiales de televisión por cable. El AIto
Tribunal estimó que la inclusión del término cable había supuesto un exceso en
el ejercicio de la competencia legislativa por parte de la Generalitat Valenciana,
no sin razón, pero suponiendo un retroceso en el pulso en que se había convertido
la consecución del texto legal para gobiernos autonómicos, corporaciones locales
y medios de comunicación social, frente al Gobierno central, remiso a concededo
sin haber obtenido previamente directrices claras de la Comunidad Europea al
respecto. Así, la Ley 10/i988, de 3 de mayo, de Televisión Privada, reguló la
gestión indirecta del servicio público esencial de la televisión, que se rcalizarápor
sociedades anónimas en régimen de concesión administrativa de conformidad
con lo dispuesto en dicha Ley y que se inspirará en los principios expresados en
el artículo cuarto de la Ley reguladora del Estatuto de la Radio y la Televisión.
En 1990 el Gobierno tenía constancia de que el número de emisoras de televisión
por cable ascerdíaa99l, de las cuales 465 eran privadas, Ilegando en su totalidad
a cerca de 2 millones de usuarios o espectadores de dichos servicios. Ya en 1992,
el Consejo Asesor de Telecomunicaciones aprobó en enero una Ponencia en la que
se fundamentaba el Anteproyecto de Ley sobre televisión por satélite y cable,
donde se preveían 5 canales por satélite y la sustitución de las emisoras locales
existentes de baja potencia por unos nuevos circuitos por cable.
Posteriormente, la Ley 3111992, de 22 de diciembre, de la Televisión por
Satélite, establecía el régimen específico de la prestación de este servicio público
cuando para ello se utilicen satélites de comunicaciones acordes con los Tratados
y Acuerdos internacionales suscritos por Españay aatorizados por el Gobierno
para estos fines, a los que se acceda mediante un enlace ascendente con origen en
territorio español.
Estos textos legales, otros complementarios de menor rango y alguna ley
específica, como laLey 3417988, de 11de noviembre, General de Publicidad,
regulaban elámbito de la televisión como medio de comunicación social.
E¡ 1993, permaneciendo cierto vacíolegal,la Generalitat Catalana anunció
su intención de conceder licencias de televisión por cable, dado que en el borrador
del Anteproyecto de Ley Ia distribución de canales se rcalizaúa mediante
auotizaciín administrativa, lo que habilitaría al Gobierno autonómico para
establecer sus propias decisiones al respecto. Luego, e¡1994,1a Sala Segunda del
Tribunal Constitucional, en Sentencia de 31 de enero de 1994, amparó a dos
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empresas de televisión por cable; mientras que el 20 de julio del mismo año la Sala
Primera del mismo Tribunal resolvió favorablemente un Recurso de Amparo
instado por un particular contra la sanción administrativa impuesta y el precin-
tado e incautación de equipos, fundamentándose en una interpretación amplia
y no restrictiva del artículo 20 de la Constitución, con lo que se reiteraba su
voluntad jurisprudencial (mediante sus Sentencias 31, 47 y 9g, de 1994), de
permitir el ejercicio del derecho constitucional de comunicación social con
independencia de la existencia o no de una normativa específica acerca de su
ejercicio. Por otra pame, el Gobierno vasco pretendió crear una Empresa de
Televisión por Cable auavés de Euskalnet.
LaLey 2511994, de 12 de julio, incorporó al Derecho español las normas
contenidas en la Directiva 8915521C8E25. Este procedimiento de aprobar una
sola Ley para todas las materias recogidas en la Directiva se consideró más
adecuado que el de insertar los preceptos de ésta en los varios texros legales, que
podrían haberse visto afectados por las prescripciones de aquélla, o que el de
dictar varios textos distintos en función de las diversas materias reguladas. Con
ello se producirá una aplicación unificada y más coherente de las normas de la
Directiva y se evitarán las cuestiones que se han suscitado en otros Estados
miembros que han procedido a incorporaciones parciales a sus respectivos
derechos internos o a la adopción de distintas disposiciones legales y reglamen-
tarias.
Es en la Ley 2111994, donde se plantea un principio capital, fundamento de
la Directiva que transpone, de la libre recepción en el territorio español de las
emisiones de televisión procedentes de otro Estado miembro de la unión
-t El 3 d. octubre de 1989, el Consejo de la Comunidad Europea adoptó Ia Directiva 89lrr2l
CEE, sobre la coordinación de determinadas disposiciones legales, reglamentarias y administra-
::r'as de los Estados miembros relativas al ejercicio de actividades de radiodifusión televisiva.
lsta Directiva, que tiene por antecedente inmediato el Convenio Europeo sobre Televisión
T:ansfronteriza adoptado en el seno del consejo de Europa el I de mayo de 1989 y que se
:acuentra pendiente de ratificación por España, halla su fundamento en los artículo s 57 .2 y 66
-=l fiatado constitutivo de la Comunidad Económica Europea, al considerar -según expresa en
. 
- 
propio preámbulo- que la televisión constituye, en circunstancias normales, un servicio cuya
:re circulación significa además una manifestación específica del principio más general de la
:ertad de expresión consagrada en el artículo 10 del Convenio Europeo paruIaProtección de
s Derechos Flumanos y Libertades Fundamentales celebrado en Roma el 4 de noviembre de
',i0.
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Europea26. Por último, sus Disposiciones Derogatoria y Finales, respectivamen-
te, derogaban expresamente los preceptos de la Ley de Ia Televisión Privada
afectados por el nuevo régimen, y determinaban los títulos constitucionales que
habilitaban al Estado para dictar tal Ley (artículo 149.1, 1o.,27o. y 27"), a
attorizar al Gobierno pata adoptar las medidas que garanticen la conformidad
con la Ley de las emisiones originarias de terceros países, que puedan ser recibidas
en territorio español, y para dictar las normas de desamollo y ejecución de Ia
futura Ley.
Por otra parte,lalcy 4211995, de telecomunicaciones por cable, dispuso que
el servicio de telecomunicaciones por cable es un servicio público de titularidad
estatal de acuerdo con el principio general ya consagrado en la LOT, y se prestará
por demarcaciones territoriales cuyo ámbito puede oscilar desde una parte de un
término municipal hasta la agrupación de diversos términos municipales,
correspondiendo la iniciativa paru la constitución de la demarcación a los
Ayuntamientos afectados y la competencia patala aprobación al propio Ayun-
tamiento, alas Comunidades Autónomas o a laAdministración del Estado, según
el ámbito de la demarcaciín; imponiendo límites mínimos y máximos al menos
inicialmente, en atención a la población existente en las demarcaciones con la
finalidad de garuntizar un tamaño adecuado a éstas y asegurar así la viabilidad
económica del servicio2T.
'6 Sobr. lo cual deben destacarse ciertas cuestiones: 1") laLey seráaplicable a las emisiones de
televisión que se realicen desde el territorio español, quedando fuera de su ámbito las emisiones
destinadas a ser captadas exclusivamente en los Estados que no sean miembros de Ia Unión
Europea siempre que dichas emisiones no sean recibidas, de modo directo o indirecto, en el
territorio español; 2o) es de significar que los conceptos de la Directiva se recogen en la Ley, si
bien adaptados en lo posible a los del Derecho interno. En este sentido, la definición de Ia
televisión que ofrecen la Dire ctiva y laLey no es coincidente con la que contenía eI artíctlJo 25 .2
de la LOT, diferencia que responde a que la definición que contenía esta última atendía más al
aspecto técnico y de las redes del servicio que a la televisión como medio de comunicación social
y al mensaje que por ésta se emite y difunde; 3') por lo que se refiere a la libertad de recepción
en España de las emisiones procedentes de otros Estados comunitarios, la Directiva consideraba
suficiente la acomodación de las emisiones a la legislación del Estado miembro de origen, tal
como es coordinada por la Directiva, para garuntízar la libre circulación de servicios en la Unión
Europea, sin necesidad de un control secundario por parte del Estado receptor.
27 El título para prestar este servicio se obtendrá mediante coocurso público, quedando habili-
tado el concesionario no sólo paralaprestación de este servicio, sino también para el estableci-
miento de la red necesaria pala tal prestación y parala utilizació¡ de dicha red para la presta-
ción de otros servicios de telecomunicaciones e, incluso, como servicio portador para servicios a
prestar por rerceros. En cada demarcación territorial, no existirá más que un operador de cable,
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En cuanto a la normativa nacional que regula los servicios de telecomunica-
ción por satélite, tras la LOT y laLey 3111992, de 22 de diciembre, de Televisión
por Satélite, surgieron circunstancias que imponían adaptat su regulación a los
avances tecnológicos y el nuevo marco comunitario, plasmadas enlaLey 37 I
1991; concretamenteporlaevolución experimentadaen el campo de la televisión
por satélite con el abandono de las especificaciones D2macy H2MAC y el rápido
desarrollo de la televisión digital por satélite asociadaalas técnicas de compresión
de imagen, ylas modificacionesproducidasporlaComisión, víaDirectivag4l46l
CEE, de 31 de octubre de 1994, que modificó las Directivas de Ia Comisión 88/
3}llCEB,, de 16 de mayo de 1988, relativa a la competencia de los mercados de
terminales de telecomunicaciones y 901388lCEE,de28de junio de 1990,rclativa
a Ia competencia en los mercados de servicios de telecomunicaciones. Y en tercer
y último lugar, al cambio de las condiciones del mercado con la apaiciínde una
oferta creciente de televisión en español desde fuera de nuestras fronteras y la
puesta en servicio de satélites de comunicaciones con cobertura sobre territorio
español.
La Comunidad Europea ha reconocido la importancia estrutégica de los
servicios avanzados de televisión y de televisión de alta definición a través de
numerosas disposiciones, entre las que deben citarse la Decisión 891337lCEE,la
Decisión 93l424|CEF, y la DirectivagSl4T lCE, de 24 de octubre, cuya incorpo-
ración al ordenamiento jurídico español se efectuó, con cierto retraso (de 1 año),
a través de laLey 11 11991 , de 3 de mayo. Esta úItimaDirectiva regulaba el uso
de normas panlatrunsmisión de señales de televisión; en ella se señalaba que <<¿r
indispensable establecer normas cornunes para la transmisión digital de señales de teleuisión
por cable,porsatélite 0plrrtedios terrestresparafauoruereficazmente la libre clruPetencia>>,
añadiendo que «¿J daeable que tales nzrrtas se elaboren con la debida antelación, antes
d¿ la introducción en el mercado de los seruicios uinculados a la teleuisión digitabr.
LaLey 17 11997 , de 3 de mayo, supone ufla gafantía en pos de los derechos
además de 
"Telefónica de España, S. A.». La Ley habilitó a "Telefó¡ica de España, S. A., a
prestar estos servicios en todas las demarcaciones que se constituyan, con una serie de requisitos
y condiciones, siempre que aquél se preste de forma integrada con la prestación del servicio
telefónico básico. De esta forma se respeta la posición que para Telefónica de España resulta del
contrato celebrado con el Estado, y, al mismo tiempo, se posibilita la existencia de la competen-
cia necesaria en la prestación de estos servicios, debiendo ambos operadores actuar en las mis-
mas condiciones. Esta restricción al número de operadores por demarcación obedece arazor,es
de tipo económico, por la inviabilidad de la operación en el supuesto de que proliferaran los
operadores, en atención al elevado importe de Ia inversión a efectuar.
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de los ciudadanos en orden a Ia recepción de inform aci6ny pfotege la pluralidad
de oferta de servicios y el régimen de libre competencia en los ámbitos de la
televisión por satélite con tecnolo gía digital y en el de 'la televisión emitida por
el sistema de acceso condicional.
La reciente Ley 1117998, General de Telecomunicaciones, incorporó los
criterios establecidos en las disposiciones comunitarias, vigentes o en pfoyecto;
principalmente los contenidos en la Directivag0lSST ICEE, del Consejo, de 28
junio 1990, relativa al establecimiento del mercado interior de los servicios de
telecomunicaciones, mediante la realización de la oferta de una red abierta de
telecomunicaciones; en la Directiva 97|1UCE, del Parlamento Europeo y del
Consejo, de 6 octubre L997, por la que se modifica la inicialmen te citada y la 92 I
44\CEE pafa su adaptaciín a un entofno competitivo en el sector de las
telecomunicaciones; en Ia Directivag2l44lCEE, del Consejo, de 1 junio L992,
relativa alaaplicación de la oferta de red abierta a las líneas alquiladas; en la
Directiva 95l62lCE, del Parlamento Europeo y del Conseio, de 13 diciembre
1995 , rclativa ala aplicación de la oferta de red abierta (ONP) a la telefo níavocal,
cuya modificación prevé la propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del
Conseio sobre la aplicación de una red abierta (ONP) a la telefonía vocal y sobre
el servicio universal en las telecomunicaciones en un entofno competitivo; en Ia
Directiva 96l79lCE, de Ia Comisión, de 13 maruo 7996, por la que se modifica
la Directiva 90l388lCEE en 1o relativo a la instauración de la plena competencia
en los mercados de telecomunicaciones; en laDirectivagT l\3lCE, del Parlamen-
toEuropeoydelConsejo,del0abrilLggT,relativaaunmarcocomúnenmateria
de attorizaciones generales y de licencias individuales en el ámbito de los servicios
de telecomunicaciones; en la Direct iva97 l33lCE, del Parlamento Europeo y del
consejo, de 30 junio !997 , relativa alai¡terconexión en las redes de telecomu-
nicaciones, para garaltizar elservicio universal y la interoperabilidad, mediante
la aplicación de los principios de la oferta de red abierta (ONP) y en la Directiva
97 I 66 I CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 1 5 diciembre 1997, telativa
al matamiento de los datos personales y a la protección de la intimidad.
Del análisis del contenido de la ley resulta, siguiendo su Exposición de
Motivos, lo siguiente:
1o) Persigue promover la plena competencia mediante la aplicación de los
principios de no discriminación y de transparencia en la prestación de la totalidad
de los servicios. Al mismo tiempo, se establecen mecanismos de salvaguarda que
garanticen el funcionamiento correcto y sin distorsiones de Ia competencia y el
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otorgamiento alaAdministración de facultades suficientes para garafltizar qrue
la libre competencia no se prcdtzcaen detrimento del derecho de los ciudadanos
al acceso a los servicios básicos, permitiendo a aqloélla actuat en el sector, con el
fin de facilitar la cohesión social y la territorial.
2") Otra novedad importante es el establecimiento de un sistema de autori-
zaciones generales y de licencias individuales para la prestación de los servicios y
la instalación o explotación de redes de telecomunicaciones, por el que se adapta
el esquema tradicional en nuestro Derecho, de concesiones y de autorizaciones
administrativas, al régimen para el otorgamiento de títulos habilitantes, impues-
to por las Directivas Comunitarias.
También se regula la interconexión de las redes, con lafinalidadfundamental
de gararrtizar la comunicación entre los usuarios, en condiciones de igualdad y
con arreglo al principio de leal competencia entre todos los operadores de
telecomunicaciones.
3o) Se regulan las obligaciones de servicio público, que se imponen a los
explotadores de redes públicas y prestadores de servicios de telecomunicaciones
disponibles para el público, garuntizando así la protección del interés general en
un mercado liberalizado. Estas obligaciones incluyen la exigencia de lautilización
compartida de las infraestructuras, para reducir al mínimo el impacto urbanístico
o medioambiental derivado del establecimiento incontrolado de redes de teleco-
municaciones. Destaca en este título, particularmente, la regulación del denomi-
nado servicio universal de telecomunicaciones, cuyo acceso se garuntizaa todos
los ciudadanos. La ley recoge el contenido mínimo del servicio univeirsal, pero
prevé su ampliación y adaptación futura, por vía reglamentaria, en función del
desarrollo tecnológico. Además, se incluyen en este título disposiciones relativas
al secreto de las comunicaciones, laprotección de los datos personales y el cifrado,
dirigidas, todas ellas, a garantizar técnicamente los derechos fundamentales
constitucionalmente reconocidos.
4o) Se regula el sistema de distribución de competencias entre los distintos
entes y órganos de la Administración General del Estado. En particular, se pone
especial atención en dotar de unas competencias básicas en el ámbito de las
telecomunicaciones a la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones,
permitiendo a ésta contar con el apoyo del personal preciso y con los medios
económicos adecuados.
A tenor del artículo 149.1.21o de la Constitución, el Estado tiene competencia
exclusiva sobreferrocarriles .... , currels y telecomunicacilnes, ...,. precepto que debe
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ser comprendido no sólo desde el referente del reparto competencial del Estado
autonómico en el que se halla encuadrado, de forma que otro artículo anterior,
el 20 de la misma constitución, consagra que se reconoce, entre otros derechos,
el acceso a la información, de manera que su apartado 3 establece que la ley
regularála organización y el control padamentario de los medios de comunica-
ción social, dependientes del Estado o de cualquier ente público28 , ... garuntizán-
28 Los medios de comunicación social, "dependientes" de los enres públicos, a que esre precepto
se refiere parece, según apunta L. Martín Rebollo, que ha de entenderse que sorl, básicamenre,
la televisión y radiodifusión ngestionadas" por dichos entes públicos. Se dice esro porque, en
teoúa al meflos, la radiodifusión y televisión convencionales están considerados como servicios
públicos de titularidad estatal (no así las telecomunicaciones por satélite, entre las que cabe
incluir la televisión a través de ese medio, desde la Ley 37 11995, de 12 de diciembre), sin perjui-
cio de Ia gestión indirecta que, por concesión, pueden llevar a cabo particulares conforme a Io
dispuesto en la Ley 10/1988, de 3 de mayo, de televisión privada. No parece que a estos últimos
medios de comunicación, que son gestionados por empresas de titularidad privada pero como
un servicio público concedido de titularidad estatal, les sea de aplicación directa el contenido
completo de este apartado, esto es, que puedan se¡ considerados medios "dependientes" del
Estado.
Limitando la referencia, por ello, a los medios dependientes de los entes públicos hay que remi-
tirse, en especial, alaLey 4ll9\0, de 10 de enero, que aprueba el Estatuto de la Radio y la
Televisión y califica a la radiodifusión y televisión como servicios publicos de titularidad estatal,
cuya gestión directa se encomienda al Ente público RIVE. Esta ley plasma los principios de la
actividad de los medios de comunicación de titularidad pública a que también se refiere el inciso
final del Precepto constitucional: objetividad, veracidad e imparcialidad, separación de opinio-
nes e informaciones y respeto al pluralismo, efltre otros. El alt. 2 de esta Ley preveía que por Ley
se autorizara al Gobierno la puesta en funcionamiento de un tercer canal de televisión de titula-
¡idad estatal para otorgarlo en régimen de concesión a las Comunidades Autónomas; previsión
que propició laLey 461L983, de 26 de diciembre. Su a¡t. 5 reitera los citados principios de
objetividad, veracidad, imparcialidad, separación de opiniones e informaciones y respeto al plu-
ralismo en la actividad de los terceros canales. La organización y el cootrol parlamentario del
te¡cer canal se regula por Ley de las propias Comunidades Autónomas. Con posterioridad, se
aprobó la Ley 10/1988, de 3 de mayo, de televisión privada. A partir de la consideración de que
Ia titularidad estatal del servicio publico no implica un régimen de exclusividad o monopolio,
esta Ley regula la gestión indirecta del servicio en regimen de concesión, previendo Ia existencia
de tres sociedades concesionarias de ámbito estatal cuya actividad ha de inspirarse igualmente
en los principios ya señalados del art. 4 del Estatuto de 1980. En relación alaLey 10/1988 no
podemos obviar la Sentencia del TC 127 11994, de 5 de mayo. Finalmente, la Ley 4111991, de
22 de diciembre, de régimen jurídico del servicio de televisión local por ondas terrestres, por su
parte, regula tambien la gestión indirecta del servicio en régimen de concesión, pero limitando
el ámbito local, previendo que sean los municipios (que tienen opción preferente) o las personas
naturales o jurídicas particulares quienes resulten concesiona¡ios del servicio. La concesión la
otorgafl las Comunidades Autónomas por cinco años prorrogables por otros cinco, previa reser-
va de frecuencias por el Estado, que es quien las asignará definitivamente.
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dose el acceso a dichos medios, respetándose el pluralismo de la sociedad ...;
norma que "disfruta", por su privilegiadaposición dentro delTítulo I de lamisma
Constitución, en su Sección 1u de su Capítulo II, de los mecanimos de protección
y garuntía previstos en su artículos 53 y 14,y leyes de pertinente aplicación.
Superado el "efecto 2000" 
, 
a las puertas del tercer milenio, siendo conscientes
del avance exponencial que las fluevas comunicaciones, sobre todo de las
telecomunicaciones que aquí nos convocan, están teniendo en los últimos años,
cabríahacer el "ligero" paralelismo con la revolución normativa que este campo
está igualmente viviendo desde hace pocos años, apenas 15. Para ello sólo
debemos remontarnos a una reciente ley (en términos de "vida" normativa), la
3U1987 ,para comprender lo apuntado, constatando las reformas y añadidos que
ha sufrido; en efecto, desde la Ley 3L11987, de 18 de diciembre, de Ordenación
de las Telecomunicaciones, mucho se ha avanzado al respecto; ésta ha sido
modificada parcialmente en multitud de ocasiones, por las leyes 3217992, de 3
de diciembr e, la 3l I L99 1, de 72 de diciembr e, la 42 I 199 5, de 22 de diciembre,
la 1217991, de 24 de abril, que sustituye al Real Decreto Ley 611996, de 7 de
junio, sin olvidar los retoques dados por algunas leyes de Presupuestos Generales
del Estado de distintos años, o sus leyes de acompañamiento. Habiéndose
producido esta revolución o espiral desenfrenada de normas por razones exógenas
a condicionantes estrictamente jurídicos, como podría traerse a colación la
materia de urbanismo, que tras la Sentencia del Tribunal Constitucional6U
1997 
, 
de20 demarzo, sufre una enorme transformación, fundamentalmente por
las exigencias del nuevo escenario de los Entes Territoriales competentes en su
regulación, que ha marcado el referido pronunciamiento; sin embargo, en la
materia que ahora nos ocupa, al margen del análisis que algunas sentencias, no
sólo del Tribunal Constitucional, merecerán por nuestra parte, es la misma
materia, el "boom" de las telecomunicaciones, su liberalizaci6n, su variada oferta,
1a deseada libre competencia, su multiplicidad, expansión y mejora, lo que ha
provocado esta escalada. Ello se colige, sin mayor esfietzo, tras una lectura de las,
siempre didácticas e ilustrativas, Exposiciones de Motivos de varias de las leyes
ya aludidas.
Simplemente patu centrar el tema, como contrapunto a la Sentencia del
Tribunal Constitucional6lllggl ,yaaludida,junto con otras relevantes al caso,
como la 22717988, de 29 de noviembre, o la l49ll99l, de 4 de julio2e,
deberíamos tener en cuenta que en relación al bien público esencial que aquí será
tratado, el espacio radioeléctrico, y sobre laLey 3117987 , de 18 de diciembre, de
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Ordenación de las Telecomunicaciones, el Tribunal Constitucional ha emitido
dos capitales pronunciamientos, las Sentenci as t89l9l, de 3 de octubre, y la 168l
93, de 27 de mayo, que confirman su constitucionalidad.
Muchos son los aspectos jurídicos de las telecomunicaciones que afectan a
distintas ramas del derecho, administrativo, civil, mercantil, etc. Dentro del
primero no sólo nos convoca la vertiente centrada en el carácter de bien de
dominio público del espacio radioeléctrico3o que necesita utilizar la transmisión
de las distintas señales de radio, televisión, datos, telefonía, etc, propio del título
competencial del Estado que se apoya en los artículos t32 y 149.1.21" de la
constitución; también nos afecta su utilización, ya no sólo desde las ondas
h,ertzianas,como seryicio público, y no sólo ante las necesidades de consumidores
y usuarios, también del ciudadano que reclama información veraz e independien-
te de los medios de comunicaci6n, etc31 . campo en el que tienen su posibilidad
de actuación las Comunidades Autónomas, y así 1o han venido haciendo desde
que, por ejemplo, el artículo 19 delaLey orgánica 311979, de 1B de diciembre, del
Estatuto de Autonomía para el País Vasco, estableciera que rorresponde alPaís Vasco
el desarrollo legislativo de las normas básicas del Estado en materia de medios de
29 En ellas el tibunal Constitucional viene a aceprar que el artículo L32 de laConstitución, el
que comienza refi¡iéndose a qlue La ley regulará el régirnen jurídico de los biene¡ de doninio público ...,
inspirándose en los principios d¿ inalienabilidad, irnpracriptibitidad e inembargabilidad..., no siendo
en puridad un título competencial (debiendo "entrar e¡ darza" con el "juego" de los artículos
I48 y I49 de Ia misma Norma), ha servido para que el legislador estatal apruebe distintas leyes
reguladoras de bienes públicos "naturales", como el hidráulico (Ley de Aguas), o el marítimo
terrestre (Ley de Costas); decantándose, salvo escasas excepciones, por un amplio O¡denamien-
to Común para todo el Estado español, en estas materias.
30 Véut. CHINCHILLA MARÍN, Carmen (Coord.); "Telecomunicaciones: estudios sobre Do-
minio Público y Propiedad Privada", Marcial Pons, Madrid, 2000,407 págs; obra colectiva de
10 autores; en especial el capítulo de sergio Go¡zález Galán (págs 315 a342),sobre las IC! en
el que en sus páginas finales recoge Resoluciones de la Comisión del Mercado de Telecomunica-
ciones sobre las ICT.
11 EIlo suscita muchas cuestiones, las clases de actividad administrativa, su expansión, las fron-
teras, que en materia de radio y televisión se dan, entre la actividad de prestación o servicio
público y la actividad privada, los criterios empresariales que debieran "imponerse" a aquella,
etc. Y desde otra vertiente, la problemática de las distintas técnicas de la actividad de limitación
que sobre las telecomunicaciones ejercen los poderes públicos, el exceso de reglamentación en
alguno de ellos, la polémica surgida en torno a las concesiones de algunos de esos medios de
comunicación, licencias de utilización, etc; campos todos merecedores de un apasionado y dete-
nido estudio.
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comunicación social, respetando en todo caso lo que dispone el artículo 20 de la
Constitución, pudiendo regular, crcat y mantener su propia televisión, radio y
prensa y, en general, todos los medios de comunicación social para eI cumpli-
miento de sus fines. Sin ánimo de exhaustividad, citaremos igualmente el artículo
16 de la Ley Orgánica 411979, de 18 de diciembre, del Estatuto de Autonomia de
Cataluña, que establece que enelmarco de las normas básicas del Estado, correspon-
de a la Generalidad el desarrollo legislativo y la ejecución del régimen de
radiodifusión y televisión en los términos y casos establecidos en la ley que regule
el estatuto jurídico de la radio y la televisión; el artículo 16 de la Ley Orgánica 6l
1981, de i0 de diciembre, clel Estatuto de Autonornia para Andalucía, que se pronunria
de sirnilarforma; o el artículo 8 delaLey Orgánica 111983, de 25 defebrero, Estatuto
de Autonontía de Extremadura (modificada por Leyes Orgánicas 5 I 1991 , de I j de rnarzo,
B/1994, de 24 de marzo, y 1211999, de 6 de mayo), que respeta igualrnentelalegislación
básica del Estado y los términos que la misma establezca, otorgando en su
apartado 10o a la Comunidad Autónoma el desarrollo legislativo y ejecución de
prensa, radio y televisión y otros medios de comunicación social, en el marco de
las normas básicas que el Estado establece de acuerdo con el número 2l del
apartado 1 del art. 149 de la Constituciín, así como en el Estatuto Jurídico de
Radiotelevisión32 .
El L49.1.27" de nuestra Norma Fundamental establece que el Estado tiene
competencia exclusiva sobre Norrnas básicas del régimen de radio y teleaisión ,.. y,
sobre este particular, dentro del complejo panorama normativo de las telecomu-
nicaciones en España, debemos recordar que la Ley 3lll9B7 , de 1B de diciembre,
de Ordenación de las Telecomunicaciones modificó el Estatuto de la Radio y
Televisión y laLey del Tercer Canal; siendo otros hitos relevantes en este campo,
que volvemos a destacar ahorupor orden cronológico,laLey 2111994, de 12 de
julio, de Incorporación al OrdenamientoJurídico español de laDirectivaSglll2l
CEE (que modifica laLey 10/1988, de 3 de mayo, de TelevisiónPivada);laya
derogada Ley 2811995, de 11 de octubre, de Incorporación al Ordenamiento
Jurídico español de la Directivag3lS31CEE, de 27 de septiembre de 1993, sobre
coordinación de Derechos Autor, RadiodifusiónYía Satélite y Distribución por
Cable; laLey 37 11995, de 12 de diciembre, de Telecomunicaciones por Satélite
(cuyo Reglamento técnico y de prestación de servicio fue aprobado por el R.D.
32 La ejecucióten las materias a que se refiere esos artículos se coordinará con la del Estado, con
respeto a Ia reglamentación específica aplicable a los medios de titularidad estatal.
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13617997, de 31 de enero); la Ley 4U7995 de 22 de diciembre, de Televisión
Local por Ondas Terrestres; la Ley 4211995, de 22 de diciembre, de Telecomu-
nicaciones por Cable, modificada posteriormente en reiteradas ocasiones; deter-
minados preceptos de la Ley de acompañamiento a los PGE del1997 ,laLey I3l
1996, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden
Social; la Ley l2l1997 , de 24 de abril, de Liberalización de las Telecomunicacio-
nes; la Ley 17ll99J de,3 de mayo, de Incorporación al Derecho español de la
Directiva 91l47|CEE, sobre Normas para Transmisión Señales de Televisión y
Ltberalización del Sector; la Ley 2Lll99l, de 3 de julio, de emisiones y
retransmisiones de competencias y acontecimientos deportivos; lal,ey 2411997 ,
de 19 de julio, de Regulación de la Competencia del Gobierno, en un período
transitotio, parula Fijación de las Taifas y Condiciones de Interconexión; la
Disposición Adicional cuadragésime- cwarta de la Ley de acompañamiento a los
PGE del 1998, la Ley 6611997, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales,
Administrativas y del Orden Social; el Real Decreto-Ley 111998, de 27 de
febrero, de Infraestructuras comunes en los edificios para el acceso a servicios de
telecomunicaci6n3s ;laLey 1711998, de 24 de abril, General de Telecomunica-
ciones; y finalmente, sin ánimo de haber agotado el tema, laley 481L998, de30
de diciembre, de Procedimientos de contratación en los sectores del agua, la
energía, los transportes y las telecomunicaciones, por la que se incorporan al
ordenamiento jurídico español las Directivas 93l38lCEE y 92l13ICEE.
33 Convalidado por resolución del Congreso de 26 de marzo del mismo año, luego modificado
por la Disposición Adicional Sexta de laLey 3811999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la
Edificación; y desarrollado por el Real De creto 27911999, de 22 de febrero, por el que se aprue-
ba el Reglamento sobre infraestructuras comunes de telecomunicaciones, la Orden de 26 de
Octubre de 1999, que desarrolla el Reglamento regulador de infraestructuras comunes de tele-
comunicaciones para acceso a seryicios de telecomunicación en interior de edificios e instalación
de equipos y sistemas de telecomunicaciones, aprobado por RD 27911999, de 22 febrcro, y
otras resoluciones de inferior rango normativo.
34 Recordemos los artículo 8 y 10 de Ia Ley Orgánica lll983, de 25 de febrero, Estatuto de
Autonomía de Extremadura (modificada posteriormente en reiteradas ocasiones), en atmonía
con la legislación básica del Estado y los términos que la misma establezca. Se otorga, en el
apartado 10o del artículo 8, a Ia Comunidad Autónoma el desarrollo legislativo y ejecución de
prensa, radio y televisión y otros medios de comunicación social, en el marco de las normas
básicas que el Estado establece de acuerdo con el número 27 del apartado 1 del art. 149 dela
Constitución, así como en el Estatuto Jurídico de Radiotelevisión. Por otra parte, el Real Decre-
to 2161 11993, de 10 de diciembre, regula el traspaso de funciones y servicios de la Administra-
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En el ámbito de Extremadtta, en ejercicio de sus competencias relativas a las
telecomunicaciones34, recientemente, el pasado 16 de noviembre, la Asamblea
de nuestra Comunidad Autónoma aprobó el Proyecto de Ley de creación de la
Empresa Pública "Corporación Extremeña de Medios Audiovisuales". Hacién-
dolo al amparo de los preceptos constitucionales que reservan a distintos poderes
públicos, entre ellos los de las Comunidades Autónomas, la prestación de un
servicio como es la televisión, de indudable importancia y esencialidad en las
sociedades de masas contemporáneas, como ha señalado el Tribunal Constitucio-
nal en varios pronunciamientos que tendremos oportunidad de comentar,
fundamental para suministrar información plural a través de determinados
soportes técnicos y permitir, con ello, formar la opinión públicas'.
La oposición a la solución técnicafinalmente aprobadainsistía en el modelo
digital36 y que se llegarua un consenso con usuarios y periodistas, calificando de
absurdo que se pretenda poner en marcha la televisión regional según una ley
ción del Estado a la Comunidad Autónoma de Extremadura en materia de radiodifusión, al que
siguen, por citar algunos, el Decreto 13UL994, de 14 de novimbre, por el que se regula el
régimen de concesión de emisoras de radiodifusión sonora er ondas métricas con modulación de
frecuencia y Ia inscripción en el Registro de las Empresas concesionarias; la Resolución de 16 de
septiembre de 1997 , de Ia Secretaría Geoeral Técnica, por la que se convoca el concurso público
para la concesión del servicio público de radiodifusión sonora en ondas métricas con modulación
de frecuencia, de carácter comercial en nueve localidades de Extremadura; o el Decreto l2l
7999, de 26 de enero, por el que se regula el procedimiento para la renovación de las concesio-
nes de radiodifusión sonora en ondas métricas en FM de carácter comercial.
3t LaTonta de Extremadura, en virtud de lo recogido en el art. 8.10 del Estatuto de Autonomía
de nuestra Comunidad, presentó a la Asamblea el Proyecto de Ley de la Radio-Televisión regio-
nal, respondiendo a la filosofía de entender ese instrumento de comunicación social no sólo
como una fuente de ocio y "negocio", sino, esencialmente, como un servicio público fundamen-
tal orientado a proporcionar información plural a los ciudadanos.
36 E.r este sentido, la Disposición Adicional cuadragésima cuarta de la Ley de acompañamiento
a los PGE del 1998, Ialey 6611997 , de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas
y del Orden Social, establece que los servicios de radiodifusión sonora digital terrenal y de
televisión digital terrenal podrán ser explotados a uavés de redes de frecuencia única o de
multifrecuencia, de ámbito nacional, autonómico y, en su caso, Iocal; añadiendo posteriormente
que las concesiones palr- la gestióo indirecta de los servicios públicos de radiodifusión y de
televisión con tecnología digital terrenal por entidades privadas, serán las que resulten técrica-
mente posibles, según la disponibilidad del espectro radioeléctrico y con arreglo a los planes
técnicos parula prestación de los servicios de radiodifusión y de televisión digital terrenal que
apruebe el Gobierno. Su otorgamiento se llevará a cabo por el Estado si su ámbito es estatal y
por las Comunidades Autónomas si es autonómico o local.
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de hace 17 años, en lugar de incorpor arce ara televisión digital que será viable
a principios de 2002, o esperar a que se apruebe la ley nacion al, ahoraen trámite,
que permite la incorporación de recursos privados. A ello se respondió que la
televisión digital conllevaría notables incrementos en la aportación que tendrían
que rcalízar los usuarios, para disponer de un descodificador, al margen de la
elevada cifra que implicaríala implantación del modelo analógico;orientándose
hacia una televisión anal1gicacon posibilidades de transformación a lo largo del
proceso de desarrollo de este medio. Televisión sí o no, tradicional o de futuro,
generalista o de servicio público, son cuestiones que suscitan arduos debates y
disctepancias, pero lo que parece unánime es el enorme interés que la nueva
televisión autonómica despierta en la sociedad extremeña, deseosa por contar
con una televisión por y pafa la región.
El caso de la futura televisión extremeña no deja de tener su contrapunto y ser
motivo de contraste, al margen del debate político surgido en torno a ella, si
consideramos que otras comunidades Autónomas se han planteado repetidas
veces su "desmantelamiento", al preguntarse por la "utilidad social,, del conside_
rable gasto público que conlleva la gestión y producción de las televisiones
autonómicas, a taíz del considerable volumen de endeudamiento que algunas
han llegado aalca¡zar.En este sentido, podría citarse el caso de Telemadrid, sobre
la que el Gobierno de la comunidad madrileña ha anunciado su intención de
venderla a través del sistema de subasta (similar al aplicado en la adjudicación de
operadores de telefonía móvil en algunos países de Europa, que han recaudado
lo máximo con las licencias de uMTS); si bien, previament e, para materializar
esta operación, debiera modificarse la Ley del Tercer Canal de 19g3, permitiendo
la enuada de capital privado en las televisiones públicas y adjudicar al mejor
postor la cadena madrileña3,. El Gobierno central redactó hace dos años un
Proyecto de Ley panlareforma de esta regulación, que sufrió un dilatado proceso
de tramitación en las cortes Generales a pesar de los apoyos explícitos en su día
" 
L"y 46hg83, de 26 de diciembre, de concesión a las Comunidades Autónomas del tercer
canal de televisión, que considera a las televisiones autonómicas como canales de titularidad
estatal, cuya gestión se concede a las Comunidades Autónomas por parte del Estado. La misma
ley establece que la gestión de este canal se rcalizarápor una sociedad anónima y que el capital
de ésta, o de las sociedades filiales que puedan constituirse, será público en su totalidad, suscriro
íntegramente por la comunidad Autónoma y no podrá enajenarse, hipotecarse, gravarse,
pignorarse o cederse de cualquier forma onerosa o gratuita.
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:e sus socios en el Ejecutivo. Con aquél Proyecto se pretendía permitir a las
Comunidades Autónomas decidir sobre el futuro de sus televisiones, llegando a
, siablecerse que el servicio público de televisión autonómica podría ser gestiona-
:o bien directamente por Ia Administración autonómica correspondiente, bien
:or sociedades mercantiles, mediante Concesión administrativa. Esta cuestión,
:nto con otros temas de las variadasy agitadas telecomunicaciones, se encuadra
: r la intención global de la nueva Ministra de Ciencia y tecnología y del Gobierno
:entral de revisar a fondo la normativa referente a los medios audiovisuales.
- 
J. ESTUDIO JURISPRUDENCIAL
Vamos a abordar este Apartado en dos bloques, de manera que en el primero
:omentaremos algunas Sentencias de nuestros Thibunales "ordinarios", los que
.rercen propiamente jurisdicción, en nuestro caso dentro del Orden Contencio-
.o Administrativo y, en segundo lugar, trararemos algunas Sentencias del Thi-
¡unal Constitucional, que entran igualmente en la temática central de este
tabajo, el reparto competencial en materia de Telecomunicaciones.
Con fecha de 5 de mafzo de 7999, el Tribunal Superior deJusticia de Galicia,
¡ través de su Sala 3", dictó sentencia por la que desestimó el recurso contencioso-
¿dministrativo interpuesto por el Abogado del Estado contra resolución del
Director Gerente del Complejo Hospitalario Juan Canalejo que anunciaba a
concurso público la conuatación del Servicio de radio-busca, alegando que se
r-ulneraba la competencia estatal en materia de telecomunicaciones. Consideró
el Tribunal que no puede compartir la tesis del recurrente de que laLey básica
estatal no permite a las Comunidades Autónomas introducir en su propia
legislación sobre la materia criterios sustantivos y que deban limitarse en
exclusiva a la regulación del procedimiento. En Galicia estas facultades normativas
vienen atribuidas por el artículo 28.2 de su Estatuto de Autonomía, pudiendo
perfectamente residenciarse en el propio ámbito de la normativa estatal, en
cuanto posible remisión reglamentaria.
Por ello, el Tribunal deJusticia Gallego señala, en el FundamentoJurídico (Fo
J') 4'de la Sentencia comentada, que "sabido es el reparto de cornpetencias entre el
Estado y las Comunidadu Autónoruas que establece el artículo 149 de la Constitución
Española y conforme a lo dicbo por el Tribunal Constitucional en la Sentencia de 24 de ntayo
de 1982, el régimen de radiodifusión se articula con arueglo a un principio dr competencias
compartidas entre el Estado y las Comunidadu Autónomas, según el cual coruespondc al
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Estado dictar las nzrunas básicas, mientras que la Comunidad Autónom.a puede asumir,
mediante el conespondiente Estatuto d¿ Autonomía, la contpetencia legislatiua complernentaria
de daarrollo y una potestad reglamentaria de dcsaruollo y ejecución. Por lo que no podemos
compartir la tesis d.el recurrente de que la Ley básica estatal no perrnita a las Comunidades
Autónoruas introducir en su propia legislación sobre la rnateria criterios sustantiuos, y que
deban lirnitarse en exclusiaa a la regulación delprocedimiento, siempre que la norma básica,
estatalresuberespüada, pildiendo serperfexaruentecornplernentada con contenid,os establecidos
en la legislación autonómica, que n0 desborden los lirnita d.e aquélla.
En Galicia aas facuhades norruatiaas , prosigue el TSJ Gallegq le uienen atribuida¡
por el artículo 28.2 de su Estatuto de Autonomía, pudiendo perfectamente resid¿nciarse en
elpropio árnbito d.e lanormatiaaestatal, en cuantoposibleremisiónreglamentaria. No cabe,
pues, uer en el preceptl ilrua reserua al Estado de lo que él califica como regulación sustantiaa,
y una atribución a las Comunidades Autónomas exclusiuarnente de lafacuhad dc regular
el procedimiento. Nada tiene que uer una regulación cun ltra, ni puede, por ello, producirse
ningún género de contradicción. Sin embargo, el Tribunal Constitucional, considera que
es imposible la concurrencia de dos cornpetencias de distirutos entes sobre un mismo objeto
cuando el eiercicio d.e la competencia autonómica perturbe o se interfiera en la competencia 
I
estatal, entiende el Tribunal que, en este caso se interferíapotencialmente el ejercicio d.e las 
I
cornpetencias estatales sobre el mismo objeto y por ello anula el Decreto en cuestión. I
El Tribunal Constitucional ha declarado que para d¿teminar si una materia es de I
competencia del Estado o de la Comunidad Autónorna habrá que acudir a la Constitución I
Española y a los resputiuos Estatutos de Autonomía, que es lo único que la ley podría bacer; I
por ello, cuando una norma no emitepronunciarniento alguno en tomo a qué Administración I
Pública es competentepara el ejercicio de una detenninadafacultad, no existe inseguridad Ijurídica, debiendo ser completada la omisión con las preuisiones constitucionales y I
estatutarias que confonnan el títil\l de curnpetencia (5. 17 lg 1, de j 1 de enero). No obstante I
la ponsud para deterrninar los órganos clrnpetentes para cunratar, deberá estár regulada I
por la propia notmatiua autonóruica. I
ffl,Xf,',,r,,* WWfWflW, I
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seroicilr del Estado a las Comunidada Autónornas es condición del pleno ejercicio de las
competencias estatutariamente transferidas cuando, según su naturaleza, ello sea necesario
o imprescindible".
Por su parte, el Tribunal supremo, a ttavés de su sala 3", en su sentencia de
3 de mayo de r99r, desestimó la apelación deducida por el Ayuntamiento de
Madrid contra una resolución del Delegado del Gobierno de la cTNE, por la que
se otorgó autoúzaciónpara la instalación de cinco postes telefónicos y retirada de
tres por mejora de red, al considerar dicho Tribunal que a la referida Delegación
del Gobierno compete la obtención de permisos , tramitación de servidumbres y
expropiaciones necesarias para la instalación, conservación, modificación y
reforma de sus centÍos, redes y líneas, no implicando la autonomía local, que la
legislación propia de los municipios haya de prevalecer sobre un régimen jurídico
especial -existente en el ordenamiento jurídico general-, como es el del concesionario
del servicio público telefónico en todo el ámbito del Estado español.
Más interesante es la Sentencia de 15 de septiembre de 19gg, igualmente de
la sala 3'del Thibunal supremo, por la que se desestimó el recurso de apelación
interpuesto; entendiendo la sala que el principio de autonomía municipal,
consagrado en los artículos 137 y l4o de la constitución, no excluye que la
coordinación de las Administraciones Públicas pueda corresponder a la del Estado
(como recoge el artículo 154 de dicho Texto fundamental en relación con las
comunidades Autónomas), ni que efl determinadas marerias pueda otorgade
poderes puntuales de dirección por ruzón de la incidencia del ejercicio de una
competición en otros inrereses generales ajenos a los propios del Estado.
Las concesiones de emisoras de radiodifusión han sido una nutrida fuente de
conflictividad administratlay judicial, no pudiendo ser ajeno esre tema a los
pronunciamientos del Tribunal Constitucional, que en su Senrencia de 20 de
diciembre de 1988, estudia el conflicto positivo de compete ncia promovido por
el Gobierno de la Nación frente al Gobierno del país vasco, en relación con
determinados artículos del Decreto del Gobierno vasco 2g7ll9}3, de 23 de
diciembre, sobre "Procedimiento de concesión de emisoras de radiodifusión en
ondas métricas con frecuencia modulada". El Tc declaró que determinados
preceptos del Decreto invadían la competencia del Estado.
Las competencias en materia de inspección de telecomunicaciones, los
expedientes sancionadores y determinadas medidas aplicadas en ejecución de las
resoluciones finales adoptadas en los mismos, han sido igualmente materia de
controversia; en relación a ello deberíamos remitirnos al Fo Jo go de la Sentencia
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del Tribunal Constitucional de 27 de mayo de 1.993, que más abajo trataremos,
pero antes tuyo que pronunciarse dicho Tribunal, en su Sentencia de 3 de junio
de 199I, desestimando un recurso de amparo, y considerando que no se ha
vulnerado el derecho a la libertad de expresión del recurrente por la interrupción
de las emisiones y la clausura de los equipos para st realizaciín, decretada por las
Resoluciones administrativas impugnadas. Según el TC, "el artículo de la 20
Constitución no significa, en cualquier caso, el reconocimiento de un derecbo directo a ernitir,
ni de este precepto nace directarnente ,tn derecho a exigir sin rnás el otorgarniento d.e
frecuencias para emitir, aunque sólo sea a niuel local"...". Otro ejemplo sobre ello es Ia
Sentencia de 25 de maÍzo de 1993, en Ia que el Tribunal Constitucional estudia
el conflicto positivo de competencia promovido por el Consejo Ejecutivo de Ia
Generalidad de Cataluña, en relación con la Resolución del Director General de
Telecomunicaciones disponiendo incoación de expediente sancionador por el
funcionamiento de una emisora de radiodifusión en frecuencia modulada sin la
correspondiente concesión admnistrativa. El TC declara que la competencia
controvertida,y ejetcida de oficio por el citado Director General, corresponde a
la Generalidad de Cataluña.
En su Sentencia de 27 de mayo de 7993, el Tribunal Constitucional estudió
el conflicto positivo de competencia promovido por el Gobierno Vasco en
relación con el Real Decreto78011986, de 11 de abril, por el que se da nueva
redacción al Real Decreto 2.70411982, de 3 de septiembre, sobre tenencia y uso
de equipos y aparatos radio eléctricos y condiciones para establecimiento y
régimen de estaciones radioeléctricas. El TC declaró que las competencias
controrreft idas correspon dían al Estado.
Igualmente el Tribunal Constitucional, en su Sentencia de 15 de julio de
199 3 , estudia los conflictos positivos de competencia promovidos por el Gobierno
Vasco contra el Real Decreto 1.20117986, de 6 de junio, por el que se regula el
procedimiento paru la obtención de autorizaciones administrativas para la
instalación y funcionamiento de las instalaciones radioeléctricas receptoras de
programas de televisión transmitidos por satélites de telecomunicaciones del
servicio fijo por satélite, y frente a la Orden de 30 de diciembre por la que se
desarrolla el Decreto precitado.El TC considera que la competencia ejercida a
través del citado Real Decreto y a la Orden, cortesponde al Estado. De la opinión
de la mayoría disiente un Magistrado, el cual considera que la competencia
controyertida corresponde ala Comunidad Autónoma del Pais Vasco.
En otra Sentencia posterior, de 23 de septiembre de 7993, el AIto Tribunal
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en materia constitucional, estudia el conflicto positivo de competencia promovido
por el Gobierno de la Nación frente al Decreto 27Olt9B5, de 19 de septiembre,
de la Generalidad de Cataluña, regulador en el ámbito territorial de Cataluña de
las actividades relativas a la televisión. El Tribunal Constitucional declara que
corresponde al Estado la titularidad de las competencias controvertidas y
ejercidas através del Decreto de la Generalidad de cataluña,y, en consecuencia,
declara su nulidad.
De esta última Sentencia, la de 23 de septiemb re de 1,993, recogemos aquí
parte de sus FundamentosJurídicos 2o al )o, por su magníficay claraexposición
al resolver las cuestiones controvertidas que plant eaba el Conflicto Positivo de Ia
Generalidad de Cataluña.
SEGUNDO.- en la STC 168193 (Fo Jo 3o), con motiao de analizar la
constitucionalidacl de la Ley de ordenación de las Telecomunicaciones, tuaimos ocasión de
interpretar, con un alcance general, los títulos competenciales recogidos en los arts. 149. 1 .2 1
y 149.1.27 CE atinentes, respectiuamente, a la competencia exclusiua del Estado para
ordenar la telecomunicación y /a radiocontunicación, y a la cornpetencia compartida con /as
Comunidades Autónornas acerca del régimen jurídico de la radio, prensa, teleuisión y 0tr0s
medios de comunicaciín social. Un riterio jurisprudencial de deslinde enne uruay otra regla
que ya hernos aplicado en 0n0s casos: SSTC 167/93 y 24419 j. Conaiene recordar, pues,
que la consideración de la Constitución corno un todo sistemático exento de contradicciones
lógicas y la necesidad de encnflnar ilna interpretación que saluaguarde la uigencia de cada
uno de sur preceptls según dijimos en la STC 168193 obliga a pensar qile ambos títulos
cornpetenciales se limitan y contrapesan entre sí, impidiendo el mútuo uaciarniento de sus
contenidos rupectiuos; de suerte que el otorgamiento de concesiones para la gutión del
seruicio, por su esrrecha conexión con los medios de comunicación social solicitantes de
concesiones y con las libertades y derechos fundantentales recogidos en el art, 20 de la Norrna
fundamental, es una medida que encxtentra un acomodo natural y uputfico en el art.
149.1.27 CE, y, en general, cualesquiera 0tr0s aspectls en los que igualntenteprima la
naturaleza de un seruicio de difusión y contunicación social, y en los cuales la radio y la
teleuisión configuranfenómenos sustancialmente iguales al de laprensa; frente a los aspectos
técnicos de la emisión relatiuos al uso de las ondas radioeléctricas o electromagnéticas, que
cAen en la órbita del art. 149.1.21 CE y de la cornpetencia estatal para regular la
radiocon¿unicación, y en los cuales la radio y la teleuisión se asemejan a utras clases de usos
del dominio piúblico radioeléctrico y que, precisantente por ello, incurube ordenar de nzanera
unitaria al Estado de forma que se cohonesten y hagan posibles todos estls ilsls,
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Hernos tenido ocasión tarnbién de señalar en la STC 108193 (FoJo 3o), en relación con
el funcionarniento de una entisora clandestina de radiodifusión en frecuencia modulada y
actuando dentro del ántbito disciplinado por el art. 1 49. 1 .27 Q,E algo que en realidad ya
resolaimos en la STC 26182, FoJo 20, que debe ser la competencia sobre el otorgamiento de
la concesión y no la atribución defrecuencias y potencias, el punto de referencia que deterrnine
la titularidad de la competencia para la inspección y, en sil caso, iruposición de sanciorues
opara la adopción demedidas prouisionales comopuede ser elprecintado de las instalaciones.
Ello es así según dijimos entlnces en uirtud de la naturaleza de la concesión en cilantl actl
adruinistratiuo a partir del cual se establece una peculiar relación d¿ colaboración enfue la
Administración concedente y el concesionario en el árubito de la gatión del seruicio. Un
criíerio cuya corrección y adecuación a la Constitución ratificamos en la citada STC 1681
93 (F'J'j').
Por consiguiente y c0ru0 resuhado de cuanto precede, poderuos extraer dos riterios
jurisprudenciales para la solución del litigio: de un lado, es el art. 149.1,27 CE el que
contiene las reglas de cornpetencia atinentes a las emisiones clandestinas, la sea.n de radio
o de teleuisión, y no el art. 149.1 .2 1 como pretende en este proceso el abogado del Estado;
y de otra parte, quien lstente la competencia sustantiaa para el otorgamiento de las
concesiones de ernisoras es quien debe poseer tarnbién las facuhada, accesorias dc aquella
principal, de inspección y connol de emisiones clandestinas, precintado de los equipos y, eru
sil caso, sanción.
TERCERO.- El decreto catalán objeto de conflicto pruisa en sil art. 1 su árnbito de
aplicación detemzinando que incluye "la realización o nansmisión sirnuhánea de irnágenes
y sonidos, destinados al público en general 0 a ,,tn sector de éste, cualquiera. qile red. ru
finalidad" y, añad.e, siempre y cuando "que n0 disponga de concesión legalmente otorgada,
de acuerdo con la L 4180, de 10 de enero, del Estatuto de la Radio y la Teleuisión"; y en
el pfo. 3' del Preámbulo se afirrua que la gestión del rnedio telwisiao no es susceptible
"actualrnente" el decreto -fue publicad.o en el Diario autonórnico el 4-10-85- de ¡er cedida
a personas físicas o juridicas "saluo en las concesiones becbas por Ley a las Comunidades
Autónomas". Por tanto, lafinalidad de la norruativa discutida se encuentra en impedir
la gatión del seruicio público teleuisiuo por personas físicat o juridicas que carezcan de la
correspondiente concesión. Todo lo cual se corrobora con la lectura del art. 2 del deteto que
establece la raponsabilidad adrninistratiaa por estas actiaidada ilegales de la persona
física o jurídica que sea titular de la aaiuidad de radiodifusión o propietaria de los equipos
y cznzzca su destino. Así como, con lo dispuesto en el art. 3 que faculta al Gabinete d¿
Radiodifusióny Teleaisiónparaintemumpirestas emisiones "quenodispongan dc concesiín
administratiua" y proceder al precintado de los equipos.
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Vistas así las cosas, es precisl lraer a colación una aez naás que el Estatuto de la Radio
y la Teleuisión, ciertamente, n0 es una nonna atributiua d,e competencia, pero sí ilna nlrnzq
d¿limitadora de competencias en lam.ateria -por todas, la STC 26182-; un Estatuto al cual
se remite el art. 16 del Estatuto de autonomía d.e Cataluña para fijar los thruinos y casos
en los que ba de producirse el d.esarrollo legislatiuo y la ejuución autonórnica d¿ las notnu¡
básicas estatales, y queelpropio art. 1 delDecruo impugnado inuoca;pues bien, ese Estatuto
de la Radio y la Teleaisión establece en sil art. 2.2 que el Gobierno podrá conced¿r a las
Comunidades Autónomas, preuia autorización por Ley de las Cortes Generales, la gatiín
directa de un canal de teleaisión de titularidad estatal que se cree para el ámbho territorial
de cada Cornunidad Autónoma: el llarnado tercer canal, que fue objao de disciplina
nonnatiua por la antes citada L 46/8i, de Regulación d¿l Tercer Canal, en cuyo art. 1
se autoriza al Gobiemo para ltlrgar en régimen de concesión en los respectiaos ámbitos
autonórnicos un canal de teleaisión atatal, proporcionando para ello a cada Comunidad
Autónorua solicitante la infrautructura técnica necesaria constituida por una red de
difusión (art. 2), En desarrollo dn esta notwatiaa legal, se dictó el RD 2.296184, en el
cual se concedía a la Generalidad de Cataluña la gutión directa d¿l tercer canal. En la
medida en q//e el Estatuto de la Radio y la Teleaisión (art, 2 y Dh?. Adic, 4"), al que
se remite el decreto autonórnico enjuiciado, se refiere d.e ma.nera expresa a este llamado tercer
canal de teleuisión autonóruica y titularidad atatal, y en que su concesión a la Cornunidad
Autónoma corresponde al Gobierno -tal y corno se ba reseñado-, las medidas accesorias d¿
esta principal que quepa ejercer en la inspución y control d.e emisoras clandestinas -no
sornetidas a concesión estatal-, y que puedan interferir en la gatión directa del tercer canal
por la Generalidad, debe de corresponder al Estado d¿ acuerd.o con los niterios jurisprudenciales
expilestls en el fundarnento jurídico anterior.
Otro tanto cabe decir, todauía con m.ayor claridad, respecto de las emisoras clandestinas
que se sintan como soportefísico del cable, que el art. 1 del decreto catalánfija también dentro
de su pretendido árnbito de aplicación, puesto qru ya resolaimos en la STC 2l lBB que era
constitucionalmente lícito que el Esiatuto de la Radio y la Teleuisión (art. 2.2) y la Ley
Reguladora del Tercer Canal (Dirp. Adic. 1"), a la que se remite aqué\, reseruen en
exclusiaa esta actiuidad al Estado.
Por otro lado, aunque al tiempo de dictarse el d¿creto catalán objeto dc conflicto no estaba
nuigor la antes citadaL 10188, de Regulación d¿ laTeleaisión Priuada, es preciso tenerla
en cuenta. al tiempo de proceder a este control norrnatiuo por rnotiaos contpetenciales de la
disposición autonómica recurrida (uéanse las SSTC 87185, 1 37 /86, 27187, 48lBB, 1471
92 y la reciente STC I 4619 j en la que se reseñan las anteriores) . Pues bien, destaca el art.
1 d¿ dicl¡a Ley que la titularidad del seruicio público esencial d¿ la nleaisión corresponde
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al Estado como estableció el art. 1.2 del Estatuto de la Radio y la Teleuisión quien puede
regular la gutión indirecta d.el seruicio porparte de sociedades anónimas (art. 2) y uturgar
su concesión a fuaués del Gobierno medíante el oportuno cnncr¿rsl público (art.3). En
consecuencia, la inspección y control de las emisoras priaadas y clandestinas de teleaisión
-qile s07t a las que realrnente parece aenir destiruado el d¿reto recurrido- habida cuenta de
la titularidad del Estado para otorgar la concesión, debe correspond.er igualmente al Estado
en aplicación de la rnisrua regla seguida en los casos anteriores, tal y como se recunlce
tácitamente en el art. 26 de dicha Ley alfacubar al Gobierno para el cierre inruediato de
las emisoras que n0 hayan obtenido una preuia concesión administratiua,
En definitiua, tantl en el marco de la teleuisión por cable que queda por Ley reseruada
al Estado, c0/n0 en el de la Ley de la Teleuisión Priuada y de sus correEondientes concesiones
pzr pa.rte del Estado a personas juridicas de Derecbo priuado, o en el d¿ la utilización
autonórnica de la infrautruürtra de la red estatal de radiodifusión, las potestades de
naturaleza ejecutiuareferidas a la irusperción, uigilanciay controlde enisiones clandestinas,
o a la adopción de medidas prouisionales c0/tt0 sln el precintado y depósito d.e los equipos,
o a la instrucción de expedienta sancionadores, deben corresponder al Estado, ya que es éste
quien ostenta las cornpetencias principales en la materia para la gestión directa o el
otorgarniento de las concesiones d¿ las que dcriuan esas ltras accesorias de aquéllas.
Con la solución seguida, por ouaparte, es obuio que utilizamos el misrno riterio jurídico
queen layamencionadaSTC 10819 j nos condujoareconocera laGeneralidad, en cambio,
la titularidad de estas ruismas cornpetencias de ejuución reEecto d¿ las ernisoras radiofónicas
clandestinas en ondas ruétricas con modulación de frecuencia.
CUARTO.- Frente a esta consecuencia jurídica que se deduce del bloque de la
constitucionalidad en la materia, no puede argüirse un supuesto resuhado herrnenéutico que
se desprendería -para la Generalidad de Cataluña- del RD núru. 2 62 5 /82 , antes citado,
de traspasos del Eaado en radiodifusión, El rechazo de este alegato d¿ la Adruinisnación
d¿nrundada se funda en dos razones: tales Decretos se refiereru a los rnedios lilateriales y
bumanos necesarios para ejercer las competencias constitucional y atatutariaruente atribuidas
a las Cornunidadu Autónontas, pero esta finalidad inarurnental, aunque parta de una
prouisional leüura de las reglas de distribución de cornpetencias, a la que cabe conceder algún
alcance exegético, no puede sobreponerse al resuhado que prouenga de la interpretación de
las cláusulas constitucionales y estatutarias y de las leyes llamadas por éstas para delimitar
competencias e integrar el bloque de la constitucionalidad en cada materia (SSTC 25l|j,
Fto3'; 76183, FoJo 28'; 87183, FoJo 7o; 88183, F'Jo 3o; 87185, F"!. 3,; l l186 FT,
3'; 209189, Flo 3o; 147/91, FoJo 40, etc.); a mayor abundarniento, es tnta exéguis
extrenmdarnente forzada de la norna contenida en el decreto de traspasos la que lleua a
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defender que la competencia d¿ la Generalidad deriua de la transferencia de las funciones
en m.ateria de "Antenls coleüiuas y teleaisión en circuito cerr*d.o" (Anexo 8,3), puesto que
dicbas antenas colectiuas tienen porfinalidad sinplemente distribuir la señal de teleuisión
entre ilnls receptores y no realizar ylo transmitir imágenes y sonidos simultánearnente.
QUINTO.- Como conclusión, pertenece al Estado la titularidad de las facultada de
inspección, intemupción de emisiones, precintad.o y depi|sito de los equipos, y d.etenninación
de las responsabilidades adninistratiuas que correspondan a las personasfísicas ojurídicas
que realicen ernisiones de teleaisión sin ostentar la correspondiente concesión otorgada por
el Estado; facultadu indebidamente ejercidas por la Generalidad de Cataluña en el d¿creto
objeto de conflicto, que uiene, por tanto, uiciad.o d.e incompetencia y deüemos d¿clarar nulo.
Otra fuente de conflictividad para el Thibunal Constitucional ha sido la
aprobación de la Ley 3U1,987, de 18 de diciembre, de ordenación de las Tele-
comunicaciones; por esto, años más tarde, tuvo que pronunciarse el Sumo In-
térprete de la Constitución, en Sentencia de 27 de mayo de 1993, desestiman-
do los recursos de inconstitucionalidad promovidos por el Gobierno de cana-
rias, laJunta de Galicia y el consejo Ejecutivo de la Generalidad de cataluña,
respectivamente, contra determinados preceptos de dicha Ley de ordenación
de las Telecomunicaciones. De la opinión de la mayoría disintió un Magistrado,
el cual consideraba que el artículo 26 dela citadaLey habíaregulado los modos
de gestión del servicio, aspecto jurídico que contiene normas que no sedanbá-
sicas sino de desarrollo. De aquella última, exteflsa Sentencia de notable elabo-
taci6n, traemos aquí, como colofón y, en cierto modo, resumen del presente
trabqo3', parte de sus Fundamentos Jurídicos lo al4o, que se centran en despe-
jar varias dudas, en relación a los puntos de conflictividad competencial que el
juego combinado de los artículos 149 .L.21 y I49 .l .27 de la Constitución3e han
suscitado, sobte el reparto de competencias en materia de concesión de emisoras
de radiodifusión, inspección de telecomunicaciones, etc.
38 En lo que a laJurisprudencia Constitucional atañe; mereciendo especial atención al respecto
su F. J. 2o.
39 Artículo L49.L de la Constitución:
Apartado 2L") Fenocaniles ! tran¡pzrte! terrestres que trawcuran por el teyitorio de ru|¡ de ana
Comunidad Autónoma; régimen general de cornunicaciona; tráfin y circalación de aebículos a rnotor; correos
y telecornunicaciones; cables aéreos, subnaarinot y radiocornunicación.
Apartado 27") Nomtas básicas del réginen dz prensa, radio y teleuisión 1, en general, d¿ nd.o¡ lo¡ nedios
d¿ comunicación ncial, sin pajuicio de las facultadu que en su desaruollo y ejecución conetpondan a las
Conaunidades Autónoma¡.
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"PRIMERO.- Por diuersas ra.zunes competenciales, las Cornunidades Aurónomas
recilrren distintos preceptls de la L 3ll?l de 18 diciernbre, de ordenación de las
Telecornunicaciones (LoT) ... Dos son, sustancialruente, los moiiuos principales d,e
impugnación que, cln carácter general, se encilentran en los tres recursos de
inconstitucionalidad. La lty recurrida inuoca, en sil art. 7, coruo título competencial d¿
cobertura, lo dispuesto en el arÍ. 149,1.21 cE, que atribuye competencia exclusiaa al
Estado en materia de otelecornunicaciones, y oradiocomunicaciónr, y, sólo subsidíariarnente,
aduce el abogado d¿l Estado el título recogido en el art. 149.1,27; a juicio de los ejuutiau
autonóruicos Actzres, en cambio, la radiodifusión encuentra natural acornodo entre las
materias contenidas en el art. 149.1.27 de la Norruafundamental que regula como
cornpetencia compartida el régimen de la radio y la teleuisión, medíante el empleo de la
técnica <<nhrflnas básicas estatales» aersus odesarrollo legislatiuo y ejecución autonómica»,
e inaoca a fauor d.e su tesis el contenido d¿ los distintos preceptus estatutarios de asunción de
competencias (art, 16 del Estatuto de Cataluña, art. 31 d¿l Estatuto de Canarias, art, 34
del Estatuto d.e Galicia). Como con¡ecuencia de eJte razunalltiento, se d¿duce en las
dernandas que el Estado no puede agutar toda la regulación en rnateria de radiodifusión
sznzra y que la mayoria de los prueptos impugnadu desbordan el contenido posible de lo
básico, adentrándose en el temeno de las facultadcs de desarrollo hgislatiuo y ejuución de
las Coruunidades Autóruoruas. En segundo lugar, se denuncia que la Ley ofrece un distinto
tratamiento a los seruicios dc radiodifusión, segtin que las emisiones se produzcan en ondas
ruétricas con rnodulación de frecuencia o en ondas medía, larga y corta, restringiendo o
excluyendo, salao en las prirneras, las competencias autondmicas, m.as ni la Constitución ni
los Estatutos +e dice- penniten innoducir esta limitación,
SEGUNDO.- Reseñados el objeto y los rnotiuos principales de estls recursos de
inconstitucionalidad, la solucióru de la controuersia constitucional requiere traer a colación
con cierto detalle ilna parte de la jurisprudencia constitucional recaída en m.ateria de
radiodifusión, con elfin de euitarposibles confusiones.
La STC 26/82 dio ocasión para resolaer 
-confirrnando lo ya adelantado en la STC 101
82-queelart.149'1,27 CEperruitequeelregimend.eradiodifusiónsearticuleconarreglo
a unprincipil d.e clrnpetencias compartidas enne el Estado y las Coruunidades Autónomas
de acuerdo con el cual corresponde al Estado dictar las nurna: básicas, ntientras que a las
Comunidades Autónomas que bayan asumido competencias en sus Estatutos les corresponde
el ejercicio de las potestadu de daarrollo legislatiuo y de ejecución (FoJo 2").Se resahó
tarnbién en la STC 26/82 que el art. 16 del Estatuto catalán -y 0tr0 tanto cabe duir de
los Estatutos d.e Galicia y Canarias- a.Íume esta competencia de desarrollo legislatiuo y de
ejuución del régimen de radiodifusión y teleuisión «en l0r tétminos y casos establecidos en
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la Ley que regule el Eaatuto jurídico de la Radio y la Teleuisión». La interpretación que
debe darse a este inciso de las normas estatutarias obliga a entender que la competencia que
lo¡ Estatutos reclnlcen en rnateria de radiodifusión ono se extiende a todos los campls en qile
sea posible un desawollo legislatiao de la norntatiua básica estatal ni a toda la función
ejecutiua de la nrateriar, puestl que la remisión al citado Eaaruto jurídicl aiene a linütar
la asunción de la cornpetencia autonómica y oa reseraar.en cualquier caso al Estado
competencias conuetas en lafase de desarrollo legislatiuo y ejecutiuo». Aunque, c0nt0 entlnceJ
ya se dejó dicbo, ola limitación impuesta en el ruencionado inciso de los Estatuto¡ de
autonomía ("en los términos y casos") no puede interpretarse de modo que uacie de contenido
dicba asunción,.
Partiendo de esta delimitación competencial, sostuuimos entlncer que la L 4180 de 10
enero, de Estatuto de la Radio y la Teleuisión, en su Disp. Adic. 1", aP. 10, no establece
directarnente nuTnas delimitadoras de competencias entre el Eaado y las Coruunidadu
Autónomas en lo que concierne al otorgarniento de concesiones, unafacuhad que resuha
indeterruinada (FoJo 3o), pero se rentite a los térruinos que establezca la legislación aigente
y los Acuerdos internacionales suscritos por España y, en lo que atañe a la radiodifusión
en ondas métricas con modulación defrecuencia -qile era. el objeto de la disposición discutida
en el conflicto positiao de competencias que la sentencia reseñada resuelue- el RD 1433179
de 8 junio, por el que se utableció el Plan Técnico Transitorio, reseraa diaersas frecuencias
y potencias a Radio Nacional de España (F'J' 4'); no obstante, se recordó que el art. 2.J
del Estatuto de la Radio y la Teleuisión reconoce genéricamente cornpetencias a las
Comunidad¿s Autóruornas en la organización de la radiodifusión y teleuisión y que este
mandato debía armonizarse con el anterior, sinperjuicio de que la atribución defrecuencias
se efectuara siernpre por el Gobierruo en aplicación de los distintos Acuerdos y Conuenios
internacionales (art. 2.4 del citado Estatuto),' y que, c0nt0 consecuencia de todo ello, oen
este casl czncreto, en que el ántbito de cobertura del seraicio de radiodifusión es exclusiaanwnte
locab, (Fo Jo 5o), la Disp. Adic. 1" del mencionado Estatuto de la Radio podía ser
interpretada en el sentido de que, en el ámbito territorial catalán, correspondían a la
Comunidad Autónoma las competerucias controuertidas en el nurco de las normas básicas
del Estado y en los térrninos del Estatuto de la Radio y la Teleuisión y o¡y5 disposiciones
cornplententarias de orden técnico» (Fo Jo 5").
Se señaló también que ola radiodifusión en ondas métricas con modulación defrecuencia
es d¿ carácter local por poder circunscribirse su zlna de seruicio al ámbito tenitorial de la
Comunidadr, aun recoruociendo que las garantías para asegurar la calidad d¿ la emisión
tenían una dirtensión supracomunitariaporpoder afeaar a ltras Coruunidad¿s opaíses (Fo
J'6',).
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Como consecuencia d¿ cuantl pruede y ante la irnpreuisión legal, se afirruó por este
Tribunal que era de competencia autonómica: I¿ resolución de las solicitud¿s de concesión
de emisoras de radiodifusión en frecuencia modulada, el otorgamiento de concesiones de
instalación y elfuncionamiento de las ruism.as, asi como la regulación de los procedimientos
de adjudicación (F'J'.70).Por otraparte, quedaba en el seno de la competencia estatal:
Dictar las norrnas delimitadoras de la utilización del eEearo radioehctrico resentado a la
radiodifusión slnzra y 
"las que regulan las condiciones básicas o requisitos generales para
la prutación del senticior; elaborar los planes nacionales a traués de los cuales se lleuase a
cabo la coordinación nacional, así como la coordinación exigida por compromisos
internacionales y las características del seraicio, planes a los que habría de sujetarse el
otorgamiento d¿ las concesiona; fijar las condiciones técnicas, de acuerdo con la disciplina
internacional del terna, aspectls que quedabanfuera del ámbito autonómico y que incluian
ola inspección y el control del cumplimiento de las condiciones técnicas d¿ las eruisorasr, y
-czn 0 ya se ha dicho- la asignación de frecuencias y potencias (STC 26182, Fo Jo. 6o en
relación con el Fo Jo 7o).
En suma, debe entenderse que las facuhada autonómicas para el otorgamiento d.e
concesiones de emisoras de radiodifusión en frecuencia rnodulada uienen condicionadas por
las bases y los términos fijadu en la legislación estatal (el Estatuto de la Radio y la
Teleuisión y disposiciones complementariaf a qr¿e se reruiten los propios Estatutos de
Autonomía; y entre los extrentls que perrnanecen en el ámbito d,e la regulación estatal están
la delimitación del dorninio público radioeléctrico, la elaboración d.e planes nacionales y la
fijación de las condiciones técnicas para la prestación d.e seraicio y el cumplimiento de la
disciplina intemacional en la rnateria.
Esta doctrinafuepoco d.espués confimtada en un caso análogo enjuiciadopor la STC 441
82, en la cual se insistió en que el Estatuto jurídico dc la Radio y la Telwisión no d¿limita
de forrna expresa el árubito competencial autonórnico en materia de radiodifusión sonora,
salao la reseraa. al Gobiemo de la atribución de frecuencias y potencias d.e conforruidad con
los Aculerdos intemacionales @" f 5'). Así como se reiteraron las reglas d¿ d¿slinde
competencial expilestas en la reseñada STC 26182, concluyendo qile, «en la situaci,ín
actual», el proceso de otorgamiento de concesiones de emisoras en ondas métricas con
rnodulación de frecuencia es un proceso compartido entre el Estado y las Comunidada
Autónomas con competencias,
Posteriormente, en la STC 21188, al elucidar las cornpetencias autonórnicas ?ara la
emisión y transrnisión dc teleuisión por cable, afimzamos que resulta constitucionalmente
lícito que el Estatuto de la Radio y la Teleaisión (art. 2.2) y k L 46183 d.e 26 dicienbre,
reguladora del tercer canal de teleaisión d¿ titularidad estatal (Disp, Final 1") reseruen
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en exclilJiaa esa aüiuidad al Estado, en airtud de la rernisiín normatiaa operada en los
Estatutos queperrnite a aquella Ley estatal cumplir unafunción delimitadora del contenido
de las cornpuencias de las Comunidades Autónomas. De nueuo, la STC 154189 admitió
la constitucionalidad de la reserua de competencias al Estado en ese sector d¿ materia que
la Ley reguladora del tercer canal opera, saluo los términos y casls en que el Ertatun de la
Radio y la Tel.euisión atribuye cornpetencias a las Comunidad¿s Autónornas (F J'. 4').
I^a STC 248/88 dio ocasión para analizar una disposición autonómica referida al
procediruiento de conce¡ión de emisoras de radiodifusión en ondas méfuicas con modulación
de frecuencia, y precisar que la rernisión buha al Estatuto de la Radio y la Teleuisión en
los Estatutos de Autononzía debe interpretarse en el sentido establecido en el art. 2 1 d.e aqué|,
en el cual se dice que oelpresente Estatutl y sx,ts disposiciones complernentarias de orden técnico
constituyen las nomas básicas d.el régimen d¿ los seruicios públicos de radiodifusión..."; y,
en consecuencia, que el Estado podía disciplinar la materia tantl en diclto Estatutl c0rn0
en las 
"disPosiciones complernentarias de orden témico» y, en general, en las nornas basicas
que el Estado estableciera osobre la concesión de emisoras para la gutiín de dicbo servicio,
pero siempre qxte, cnnn regla general, estas úhiruas se clntengan en una ky forrnal";
reconociendo, no obstante, laposibilidad excepcional de nznnAs estatales de rango infralegal
sobre el régirnen de las concesiones de emisoras de radiodifusión elaboradas con anterioridad
a los Estatutos d.e Autononzía, y si el carácter básico pudiera deducirse sin dificultad (Fo
J'5").
TERCERO.- Una uez ex\ilesta la jurisprudencia constitucional releaante Para este
proceso, la claridad expositiaa en los razonaruientos de la sentencia y la necesidad de eaitar
reiteraciones innecesarias hacen aconsejable agrupar los aarios Prece\tls de la Ley de
Ord.enación de las Telecoruunicaciones trnpugnados en distintos bloques, en razón d¿ la
conexión de sus conrenidos, a fin de un más fácil enjuiciamiento:
a) Como acaba por reclnlcer el propio abogado del Estado, la irnpugnación de mayor
calado atañe al régimen de explotaciín de los seruicios de radiodifusión sonora que la Ley
fija en sil art.26; en conexión cln esteprecepto nuclear, en su ap. 60, se encuentra el art.
2 5.6 relatiuo a la aprobación por el Gobierno de los cowespondientes Reglamentos técnicos
y de prutación de los seraicios.
b) Los arts. 27 y 28 regularu la administración de los seruicios d.e telecomunicaciones,
así corno la elaboración y aprobación del llarnado Plaru Nacional d¿ Telecomunicación, y
se encr&ntra en conexión cnn eitli preceptos el art. 11 que califica como setaicios oficiales de
telecornunicaciín los establecid.os en lineas o red.es d¿ titularidad de la Administración del
Estad.o.
c) En los arts.7, aP. 4o, 31, 33 y j6 seordena la inspecciín de los seruicios, setipifican
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las infrarciones y se regula urt régimen sancionador.
d) Por último, según la secuencia legal de preceptos, pero no en irnportancia ni en su orde¡t
lógico, la Disp. Ad.ic. & contempla los diuersos requisitos para poder ser titular de und
concesión d.e algún seruicio público de radiodifusión sonora,
CUARTO.- Ahora bien, laparticularidad del caso, por la compkjidad de los exfuernos
témicos que la LOT regula y el hecho d.e que en ella se aborde la ordenación unitaria de todn
elfenómeno de la telecomunicación y radiocoruunicación y no solamente de la radiodifusión
y teleuisión, exige que abordemos, por aez primera, los dos títulls cnrn\etenciales del Eaadn
que respecto de estas materias le auibuye la Constitución (art. 149.1.21 y art, 149.1.27),
apropiados para enjuiciar la constitucionalidad de los preceptos de esta Ley (ninguna duda
bay, en cambio, acerca de las norrnas estatutarias releuantes al caso), así como cuál sea el
alcance que haya de concederse a las reglas d.e deslind¿ corupetencial que se deducen de tales
títulos, Ypuesto que las partes discuten sobre cuál debe ser el título competencial que el Estadn
lstenta, es preciso d.eterrninar preuiamente el título aplicable y proceder a su interpretación
con un alcance general, sin perjuicio de las matizaciones que más ad.elante se barán al bilo
del examen de los concretos artículos irnpugnados.
El art. 1,1 LOT declara que el Estado plsee czrnpetencia exclusiua, en materia de
otelecornunicaciones, y «radilczru.unicaciónr, conceptos jurídicos sobre cuya interpretación
las partes dismepan. El Conuenio lnternacional de Telecoruunicaciones hecho en Nairobi
el 6 nouiernbre 1982 (ratificado el20 nouientbre 1985), anexo 2, números de referencia
2.011 y 2.015, dcfine la oradiocomunicación, corno «toda telecornunicación fuansmitida
por medio de las ondas rad)oeléctricasr,, y ld otelecomunicación» como «toda transrnisión,
emisión, ruepción de signos, señales, escritos, sonidos o infomtaciones de cualquier
naturaleza por hilo, radioelearicidad, medios ópticos u otros sistemas elecfuomagnéticos".
Ambas d.efiniciones estaban ya en el Conuenio Intemacional de Telecomunicaciones de
fuLálaga-Tomemolinos de 197i, ratificado por España el29 abril 1976. El anexo a la
LOT reproduce textualmente estas definiciones. Pero un cznceptl tan amplio de
«radiocoruunicación, como el expuesto no resubaplenamente operatiuo a efeaos del juego de
las reglas intemas y constitucionales de disnibución de competencias, sin ser sornetido a
algunas limitaciones, puesto que partiend.o de una definición tan amplia y eláaica de la
materia a los efectos del art. 149,1 ,21 CE como competencia exclusiaa del Estado, resuba
imposible a.cltar un concepto d,e radio, teleuisión, prensa y 0tr0s medios d¿ comunicación
social, en cxtantl clrutenido de la competencia compartida entre el Estado y las Cornunidades
Autónomas recogida en el art. 149.1.27 de la Norma fundamental.
En dcfinitiua, se comería el riesgo d.e que la cornpetencia estatal del precitado art.
1 49 . 1 .2 1 CE se superpusiera y acabara por uaciar de contenido la competencia autonómica
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ex art. 149.1.27 CE. La consideración de la Constitución corno un todn si¡ta,bb ¡b
contradicciones lógicas y la necesidad de encnntrar una interpretación que saluaya& le
uigencia y eficacia de todot y cada uno de sus preceptot, obliga a afrontar el deslit& & *
títulos competenciales de manera rnás matizada.
Así, pese al taxatiao tenor del art. 1.1 LOT, es indudable que junto a esta competencia
exclusiua del Eaado sobre la telecomunicación y radiocomunicación que la Ley únicamente
inuoca (art. 149.1.2 1 CE), juega también el título competencial compartido entre el
Eaado y las Comunidad¿s Autónomas relatiuo a las notwas básicas del régimen de prensa,
radio y telaisión y, en general, d¿ todos los medios de comunicación social (art. 149.1 ,27 ) ,
tal y como ha sid.o interpretado este titulo en las resoluciones anteriores d.e esteTribunal que
re enurneran y reseñan en el FoJo 2o preced¿nte. La diuersidad de títulos cornpetenciales que,
prima facie, pued.en ofrecer cobertura a la regulación que la LOT lleua a cabo, obliga a
singularizar cASl A cA:o, según el objeto y contenido a que responda la nomm y a su propia
naturaleza, cuál de ambos títulos resuha preualente y específic0, pl¿estt ql¿e de uno u otro
se deduce un distinto carácter de la cornpetencia, exclusiua o corupartida.
Es euidente que ambos títulos cornpetenciales necesariamente se lirnitan y clntrapesan
entre si impidiendo el mutuo uaciamiento de sus contenidos respectiuos y, en este serttido, no
pued.en desligarse totalmente; aunque es obaio que no deban llegar a solaparse -como parece
pretender el abogado d.el Estado a traaés de la id¿a de las res mixtae- a la hora d.e ofruer
cobertura a. //na d¿temtinada regulación tegat. Y ello, precisamente, para euitar el
aaciamiento d.el régimen de compartición competencial dispuesto en el art. 149'1.27 CE'
en proaecbo d.el Estado y en detrimento de las contpetencias autonómicas en materia de radio
y uleaisión.
La nuwa Ley estatal en la materia diaada con el fin d.e establecer un marco jurídico
básico de las rnuy diuersas modalidades de telecomunicación (así se dice en el pfo. 1' de la
exposición de motiuos d.e ta LOT) encilenna. cobertura constitucional -a resultas de lo que
se d¿duzca de su exaruen porruenorizado- bien en los títulos competenciales d¿l Estado sobre
telecoruunicaciones y radiocomunicacifln (art. 149.1.21 CE), bien en las nomms básicas
delrégimen deradioy teleuisión (art. 149.1.27 CE), Pero, en cualquier casl' flo sólo en
el priruero de estos títulos como da a entend.er el art. 1.1 LOT.
En efecto, y c0rn0 bemos uenido sosteniendo en ca;ls anteriores, el otorgamiento de
concesiones para la geaión indireaa del seruicio, por su estrecha conexión con los medios de
coruunicacifin social solicitantes de concesiones, que se sinten como instrumento de las emisoras
d.e radiodifusión sonorapara ejercer los derecbosfundamentales que el art. 20 CE consagra
(sTC 1 2 182, Fo Jo 2o ; 206190, Fo Jo 6o ; 1 1919 1, Fo r 5o, es una nzedida que, por su
finalidad, encuentra un acomodo natural y apecífin en el título d¿l art. 149.1,27 CE
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refeiido a las nomtas básicas del régiruen de radio y, en general, de todos los me dios d¿
comunicación socialy, en consecxtencia, dado elcaráaerejuutiao de lapotestadcontrouertida,
su adopción incumbe a las Comunidad.es Autónlrnas cln corupetencias en la rnateria.
Ello es así puesto que aquí prirna la naturaleza de un seruicio de difusión y cornunicación
social, cuyo ejercicio la concesión autoriza, frente al soporte técnico de la emisora o red fu
radiocomunicacion de que se sinte. Es un corolario ineluctable de este pronunciarniento qw
no ¡ólo la resolución de solicitudes de concesión de emisoras de radiodifusión en ondas mética¡
con mod,ulación d.e frecuencia, su otorgarniento y la regulación d.el procedimiento &
adjudicación de las mismas, sino también facultadu accesorias de uta principal comn sos
la inspución de los seraicios e irnposición de sanciones deriaadas de infrarciones a. e¡a
nommtiaa autonómica, deben coruesponder también a quién lstenta. aquella potestad
principal (sTc 1 08193).
En definitiaa, todos estls aspectls y 0tr0s de la radiodifusión conectados con la¡
libertades y deruhos fundarnentales recogidos en el art, 20 CE, en los que preualece la
consideración de la radio y la teleuisión como ruedio de cornunicación social rnedíante nt
fenómeno que no es sustancialmente distinto al d.e laprensa, encilentran ,tn natural acomodn
en el art. 149.1.27 CE a efectos de la distribución de competencias.
En cambio, aquellos aspectos claramente atinentes a la regulación de los
extremos técnicos del soporte o instrumento del cual la radio y la televisión se
sirven -las ondas radioeléctricas o electromagnéticas- quedan dentro de la materia
radiocomunicación y, por tanto, de la competencia estatal ex art. 149.1.21CE
para ordenar el dominio público radioeléctrico. Y es constitucionalmente legítimo
que el Estado regule desde una concepción unitaria -dada la unidad intrínseca
del fenómen o- la utilización del dominio público radioeléctrico y proced a a uflL
ordenación conjunta de todas las variantes de telecomunicación y de
radiocomunicación, en particular, y no sólo las destinadas a emisiones de radio y
televisión cualificadas por su recepción por un gran número de usuarios. Pero es
indudable que siendo el contenido del título competencial del art. 149.1.21 CE
virtualmente más expansivo que el otro del art. 149.L.27 CE, debe ser
interpretado restrictivamente pa:ir. evitar una exclusión de las competencias
autonómicas sobre radio y televisión".
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